Teoría del Derecho Comercial


Unidad 1: El Derecho Comercial El Código de Comercio Argentino. Jurisdicción y competencia mercantil.
1.1.- Origen y evolución histórica del derecho comercial; Ferias y mercados; La codificación. (Breve reseña).

Los romanos, grandes instrumentadotes del derecho civil, no desarrollaron derecho comercial por no necesitarlo. Con el Edicto de Caracalla, se incorporan todos los habitantes como ciudadanos y, por ende, los comerciantes. Estos, desde la antigüedad habían sido menospreciados.
La primera etapa de la actividad comercial fue signada por el trueque. Con los griegos, fenicios y persas va a surgir el comercio. El comerciante no integraba las altas clases sociales.

La caída (desintegración) del Imperio Romano produjo una profunda modificación. El orden feudal surge en base a la concentración de la población en los centros poblados. El intercambio comienza a cerrarse y se inicia una etapa oscura que se prolonga hasta la caída de Constantinopla. Durante este período surgen los mercados, en la periferia de los centros poblados.

Durante las cruzadas se produce una apertura hacia nuevos mercados.

La segunda etapa (S. XIII – XIV) fue la de las ferias. Se cree que inicialmente en Francia. Es aquí que surge la necesidad de sistematizar el control de esta actividad. Surge la actividad de los árbitros para poner rápidamente orden. Se recurrirá apersonas reconocidas en sus actividades, cuyos fallos son respetados.

Sin embargo, el juicio es lento, costoso y pesado. No existiendo la seguridad de que la última instancia logre poner solución.

El comerciante necesita rapidez en el trámite de sus problemas. Para estos, actualmente, existe el arbitraje que, en principio, es mas rápido y también puede resultar mas económico.

Las ferias se amplían y se llega al sistema codificado que nace con la Codificación Francesa. Se pone en vigencia el Código de Comercio Francés de 1806.
Se produce un cambio fundamental. Las actividades habían sido hasta entonces corporativas y, el acto de comercio, era subjetivo. A partir del Código de 1806, el acto de comercio pasa a ser objetivo.

En el Virreinato del Río de la Plata surge en Consulado. Las normativas comerciales tienen sus orígenes en la actividad marítima, en la que surge el “patrimonio de afectación”, a raíz de la necesidad de desafectar la totalidad del patrimonio.

El Derecho Marítimo engendra al Derecho Comercial. El Consulado se regía por las Ordenanzas de Bilbao. Se llegará a la redacción del Código de comercio (basado en el francés) en 1860. Posteriormente, con la incorporación de la Provincia de Buenos Aires, se incorpora el Código de esta provincia. Nuestro Código respeta la Teoría Objetiva.

A través de sucesivas modificaciones, el Código de Comercio se convirtió en una compilación de leyes, constituyendo una estructura compleja.

1.2.- El derecho comercial argentino; El Código de Comercio. Orden de prelación: las reglas I, II y V del Título Preliminar y los arts. 207 y 218 del Código de comercio.

Derecho Comercial Argentino

Título Preliminar – Reglas I – II – V
I. En los casos que no estén especialmente regidos por este Código, se aplicarán las disposiciones del Código Civil.

II. En las materias en que las convenciones particulares pueden derogar la ley, la naturaleza de los actos autoriza al juez a indagar si es de la esencia del acto referirse a la costumbre, para dar a los contratos y a los hechos el efecto que deben tener, según la voluntad presunta de las partes.

IV. Sólo al Poder Legislativo compete interpretar la ley de modo que obligue a todos.

V. Las costumbres mercantiles pueden servir de regla para determinar al sentido de las palabras o frases técnicas del comercio, y para interpretar los actos o convenciones mercantiles.

Tiene importancia fundamental la costumbre (II). Se diferencia del uso, porque esta crea el carácter de obligatoriedad.

Ante una situación en que el Código de comercio se manifiesta de determinada manera, el juez puede acudir a la costumbre para resolver (II). De la interpretación legislativa de la ley surge generalmente una ley nueva (IV). Irretroactividad (IV).

Título I – Arts. 207 – 218

Art. 207 - El derecho civil, en cuanto no esté modificado por este Código, es aplicable a las materias y negocios comerciales.
Art. 218 - Siendo necesario interpretar la cláusula de un contrato, servirán para la interpretación las bases siguientes:

1º Habiendo ambigüedad en las palabras, debe buscarse más bien la intención común de las partes que el sentido literal de los términos;

2º Las cláusulas equívocas o ambiguas deben interpretarse por medio de los términos claros y precisos empleados en otra parte del mismo escrito, cuidando de darles, no tanto el significado que en general les pudiera convenir, cuanto el que corresponda por el contexto general:

3º Las cláusulas susceptibles de dos sentidos, del uno de los cuales resultaría la validez, y del otro la nulidad del acto, deben entenderse en el primero.

Si ambos dieran igualmente validez al acto, deben tomarse en el sentido que más convenga a la naturaleza de los contratos, y a las reglas de la equidad.

4º Los hechos de los contrayentes, subsiguientes al contrato, que tengan relación con lo que se discute, serán la mejor explicación de la intención de las partes al tiempo de celebrar el contrato;

5º Los actos de los comerciantes nunca se presumen gratuitos;

6º El uso y práctica generalmente observados en el comercio, en casos de igual naturaleza, y especialmente la costumbre del lugar donde debe ejecutarse el contrato prevalecerán sobre cualquier inteligencia en contrario que se pretenda dar a las palabras;

7º En los casos dudosos, que no pueden resolverse según las bases establecidas, las cláusulas ambiguas deben interpretarse siempre en favor del deudor, o sea en el sentido de liberación.

Como fondo tenemos siempre al Derecho Civil (207). Reglas de Interpretación (218).

1.3.- Jurisdicción y competencia mercantil; Federal, Nacional (ordinaria) y Provincial.

La Justicia Nacional tiene juzgados civiles y comerciales separados. Las provincias los tienen conjuntos. Las segundas instancias son manejadas por las cámaras (salas), y la última instancia corresponde a la Suprema Corte. La jurisdicción puede ser nacional, provincial y federal.

1.4.- El arbitraje: Tipos, clases, normas del C.P.C.C.N, pericia arbitral, (arts. 736 al 765 del ritual)

Los árbitros pueden ser de dos tipos y el Código Procesal Civil y Comercial señala los requisitos principales. Puede tratarse de árbitros de iure o de amigables componedores.
TITULO I - Juicio arbitral

Objeto del juicio

Art. 736. - Toda cuestión entre partes, excepto las mencionadas en el art. 737, podrá ser sometida a la decisión de jueces árbitros, antes o después de deducida en juicio y cualquiera fuere el estado de éste.

La sujeción a juicio arbitral puede ser convenida en el contrato o en un acto posterior.

Cuestiones excluidas

Art. 737. - No podrán comprometerse en árbitros, bajo pena de nulidad, las cuestiones que no pueden ser objeto de transacción.

Capacidad

Art. 738. - Las personas que no pueden transigir no podrán comprometer en árbitros.

Cuando la ley exija autorización judicial para realizar actos de disposición, también aquélla será necesaria para celebrar el compromiso. Otorgada la autorización, no se requerirá la aprobación judicial del laudo.

Forma del compromiso

Art. 739. - El compromiso deberá formalizarse por escritura pública o instrumento privado, o por acta extendida ante el juez de la causa, o ante aquél a quien hubiese correspondido su conocimiento.

Contenido

Art. 740. - El compromiso deberá contener, bajo pena de nulidad:

1. Fecha, nombre y domicilio de los otorgantes.

2. Nombre y domicilio de los árbitros, excepto en el caso del art. 743.

3. Las cuestiones que se sometan al juicio arbitral, con expresión de sus circunstancias.

4. La estipulación de una multa que deberá pagar, a la otra parte, la que dejare de cumplir los actos indispensables para la realización del compromiso.

Cláusulas facultativas

Art. 741. - Se podrá convenir, asimismo, en el compromiso:

1. El procedimiento aplicable y el lugar en que los árbitros hayan de conocer y fallar. Si no se indicare el lugar, será el de otorgamiento del compromiso.

2. El plazo en que los árbitros deben pronunciar el laudo.

3. La designación de un secretario, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 749.

4. Una multa que deberá pagar la parte que recurra del laudo, a la que lo consienta, para poder ser oído, si no mediase la renuncia que se menciona en el inciso siguiente.

5. La renuncia del recurso de apelación y del de nulidad, salvo los casos determinados en el art. 760.

Demanda

Art. 742. - Podrá demandarse la constitución de tribunal arbitral, cuando una o más cuestiones deban ser decididas por árbitros.

Presentada la demanda con los requisitos del art. 330, en lo pertinente, ante el juez que hubiese sido competente para conocer en la causa, se conferirá traslado al demandado por diez días y se designará audiencia para que las partes concurran a formalizar el compromiso.

Si hubiese resistencia infundada, el juez proveerá por la parte que incurriere en ella, en los términos del art. 740.

Si la oposición a la constitución del tribunal arbitral fuese fundada, el juez así lo declarará, con costas, previa sustanciación por el trámite de los incidentes, si fuere necesario.

Si las partes concordaren en la celebración del compromiso, pero no sobre los puntos que ha de contener, el juez resolverá lo que corresponda.

Nombramiento

Art. 743. - Los árbitros serán nombrados por las partes, pudiendo el tercero ser designado por ellas, o por los mismos árbitros, si estuviesen facultados. Si no hubiese acuerdo, el nombramiento será hecho por el juez competente.

La designación sólo podrá recaer en personas mayores de edad y que estén en el pleno ejercicio de los derechos civiles.

Aceptación del cargo

Art. 744. - Otorgado el compromiso, se hará saber a los árbitros para la aceptación del cargo ante el secretario del juzgado, con juramento o promesa de fiel desempeño.

Si alguno de los árbitros renunciare, admitiere la recusación, se incapacitare o falleciere, se lo reemplazará en la forma acordada en el compromiso. Si nada se hubiese previsto, lo designará el juez.

Desempeño de los árbitros

Art. 745. - La aceptación de los árbitros dará derecho a las partes para compelerlos a que cumplan con su cometido, bajo pena de responder por daños y perjuicios.

Recusación

Art. 746. - Los árbitros designados por el juzgado podrán ser recusados por las mismas causas que los jueces. Los nombrados de común acuerdo por las partes, únicamente por causas posteriores al nombramiento.

Los árbitros no podrán ser recusados sin causa. Sólo serán removidos por consentimiento de las partes y decisión del juez.

Trámite de la recusación

Art. 747. - La recusación deberá deducirse ante los mismos árbitros, dentro de los cinco días de conocido el nombramiento.

Si el recusado no la admitiere, conocerá de la recusación el juez ante quien se otorgó el compromiso o el que hubiese debido conocer si aquél no se hubiere celebrado.

Se aplicarán las normas de los arts. 17 y siguientes, en lo pertinente.

La resolución del juez será irrecurrible.

El procedimiento quedará suspendido mientras no se haya decidido sobre la recusación.

Extinción del compromiso

Art. 748. - El compromiso cesará en sus efectos:

1. Por decisión unánime de los que lo contrajeron.

2. Por el transcurso del plazo señalado en el compromiso, o del legal en su defecto, sin perjuicio de la responsabilidad de los árbitros por daños e intereses, si por su culpa hubiese transcurrido inútilmente el plazo que corresponda, o del pago de la multa mencionada en el art. 740, inc. 4, si la culpa fuese de alguna de las partes.

3. Si durante tres meses las partes o los árbitros no hubiesen realizado ningún acto tendiente a impulsar el procedimiento.

Secretario

Art. 749. - Toda la sustanciación del juicio arbitral se hará ante un secretario, quien deberá ser persona capaz, en el pleno ejercicio de sus derechos civiles e idónea para el desempeño del cargo.

Será nombrado por las partes o por el juez, en su caso, a menos que en el compromiso se hubiese encomendado su designación a los árbitros. Prestará juramento o promesa de desempeñar fielmente el cargo ante el tribunal arbitral.

Actuación del tribunal

Art. 750. - Los árbitros designarán a uno de ellos como presidente. Este dirigirá el procedimiento y dictará, por sí solo, las providencias de mero trámite.

Sólo las diligencias de prueba podrán ser delegadas en uno de los árbitros; en lo demás, actuarán siempre formando tribunal.

Procedimiento

Art. 751. - Si en la cláusula compromisoria, en el compromiso, o en un acto posterior de las partes no se hubiese fijado el procedimiento, los árbitros observarán el del juicio ordinario o sumario, según lo
 establecieren, teniendo en cuenta la naturaleza e importancia económica de la causa. Esta resolución será irrecurrible.

Cuestiones previas

Art. 752. - Si a los árbitros les resultare imposible pronunciarse antes de que la autoridad judicial haya decidido alguna de las cuestiones que por el art. 737 no pueden ser objeto de compromiso, u otras que deban tener prioridad y no les hayan sido sometidas, el plazo para laudar quedará suspendido hasta el día en que una de las partes entregue a los árbitros un testimonio de la sentencia ejecutoriada que haya resuelto dichas cuestiones.

Medidas de ejecución

Art. 753. - Los árbitros no podrán decretar medidas compulsorias, ni de ejecución. Deberán requerirlas al juez y éste deberá prestar el auxilio de su jurisdicción para la más rápida y eficaz sustanciación del proceso arbitral.

Contenido del laudo

Art. 754. - Los árbitros pronunciarán su fallo sobre todas las pretensiones sometidas a su decisión, dentro del plazo fijado en el compromiso, con las prórrogas convenidas por los interesados, en su caso.

Se entenderá que han quedado también comprometidas las cuestiones meramente accesorias y aquellas cuya sustanciación ante los árbitros hubiesen quedado consentida.

Plazo

Art. 755. - Si las partes no hubieren establecido el plazo dentro del cual debe pronunciarse el laudo, lo fijará el juez atendiendo a las circunstancias del caso.

El plazo para laudar será continuo y sólo se interrumpirá cuando deba procederse a sustituir árbitros.

Si una de partes falleciere, se considerará prorrogado por treinta días.

A petición de los árbitros, el juez podrá prorrogar el plazo, si la demora no les fuese imputable.

Responsabilidad de los árbitros

Art. 756. - Los árbitros que, sin causa justificada, no pronunciaren el laudo dentro del plazo, carecerán de derecho a honorarios. Serán asimismo responsables por los daños y perjuicios.

Mayoría

Art. 757. - Será válido el laudo firmado por la mayoría si alguno de los árbitros se hubiese resistido a reunirse para deliberar o para pronunciarlo.

Si no pudiese formarse mayoría porque las opiniones o votos contuviesen soluciones inconciliables en la totalidad de los puntos comprometidos, se nombrará otro árbitro para que dirima.

Si hubiese mayoría respecto de algunas de las cuestiones, se laudará sobre ellas. Las partes o el juez, en su caso, designarán un nuevo integrante del tribunal para que dirima sobre las demás y fijarán el plazo para que se pronuncie.

Recursos

Art. 758. - Contra la sentencia arbitral podrán interponerse los recursos admisibles respecto de las sentencias de los jueces, si no hubiesen sido renunciados en el compromiso.

Interposición

Art. 759. - Los recursos deberán deducirse ante el tribunal arbitral, dentro de los cinco días, por escrito fundado.

Si fueren denegados, serán aplicables los arts. 282 y 283, en lo pertinente.

Renuncia de recursos. Aclaratoria. Nulidad

Art. 760. - Si los recursos hubiesen sido renunciados, se denegarán sin sustanciación alguna.

La renuncia de los recursos no obstará, sin embargo, a la admisibilidad del de aclaratoria y de nulidad, fundado en falta esencial del procedimiento, en haber fallado los árbitros fuera del plazo, o sobre puntos no comprometidos. En este último caso, la nulidad será parcial si el pronunciamiento fuere divisible.

Este recurso se resolverá sin sustanciación alguna, con la sola vista del expediente.

Laudo nulo

Art. 761. - Será nulo el laudo que contuviere en la parte dispositiva decisiones incompatibles entre si.

Se aplicarán subsidiariamente las disposiciones sobre nulidades establecidas por este Código.

Si el proceso se hubiese sustanciado regularmente y la nulidad fuese únicamente del laudo, a petición de parte, el juez pronunciará sentencia, que será recurrible por aplicación de las normas comunes.

Pago de la multa

Art. 762. - Si se hubiese estipulado la multa indicada en el art. 741, inc. 4, no se admitirá recurso alguno, si quien lo interpone no hubiese satisfecho su importe.

Si el recurso deducido fuese el de nulidad por las causales expresadas en los arts. 760 y 761, el importe de la multa será depositada hasta la decisión del recurso. Si se declarase la nulidad, será devuelto al recurrente. En caso contrario, se entregará a la otra parte.

Recursos

Art. 763. - Conocerá de los recursos el tribunal jerárquicamente superior al juez a quien habría correspondido conocer si la cuestión no se hubiere sometido a árbitros, salvo que el compromiso estableciera la competencia de otros árbitros para entender en dichos recursos.

Pleito pendiente

Art. 764. - Si el compromiso se hubiese celebrado respecto de un juicio pendiente en última instancia, el fallo de los árbitros causará ejecutoria.

Jueces y funcionarios

Art. 765. - A los jueces y funcionarios del Poder Judicial les está prohibido, bajo pena de nulidad, aceptar el nombramiento de árbitros o amigables componedores, salvo si en el juicio fuese parte la Nación o una provincia.

TITULO II - Juicio de amigables componedores

Objeto. Clase de arbitraje

Art. 766. - Podrán someterse a la decisión de arbitradores o amigables componedores, las cuestiones que puedan ser objeto del juicio de árbitros.

Si nada se hubiese estipulado en el compromiso acerca de si el arbitraje ha de ser de derecho o de amigables componedores, o si se hubiese autorizado a los árbitros a decidir la controversia según equidad, se entenderá que es de amigables componedores.

Normas comunes

Art. 767. - Se aplicará al juicio de amigables componedores lo prescripto para los árbitros respecto de:

1. La capacidad de los contrayentes.

2. El contenido y forma del compromiso.

3. La calidad que deban tener los arbitradores y forma de nombramiento.

4. La aceptación del cargo y responsabilidad de los arbitradores.

5. El modo de reemplazarlos.

6. La forma de acordar y pronunciar el laudo.

Recusaciones

Art. 768. - Los amigables componedores podrán ser recusados únicamente por causas posteriores al nombramiento.

Sólo serán causas legales de recusación:

1. Interés directo o indirecto en el asunto.

2. Parentesco dentro del cuarto grado de consanguinidad, o segundo de afinidad con alguna de las partes.

3. Enemistad manifiesta con aquéllas, por hechos determinados.

En el incidente de recusación se procederá según lo prescripto para la de los árbitros.

Procedimiento. Carácter de la actuación

Art. 769. - Los amigables componedores procederán sin sujeción a formas legales, limitándose a recibir los antecedentes o documentos que las partes les presentasen, a pedirles las explicaciones que creyeren convenientes y a dictar sentencia según su saber y entender.

Plazo

Art. 770. - Si las partes no hubiesen fijado plazo, los amigables componedores deberán pronunciar el laudo dentro de los tres meses de la última aceptación.

Nulidad

Art. 771. - El laudo de los amigables componedores no será recurrible, pero si se hubiese pronunciado fuera del plazo o sobre puntos no comprometidos, las partes podrán demandar su nulidad dentro de cinco días de notificado.

Presentada la demanda, el juez dará traslado a la otra parte por cinco días. Vencido este plazo, contestado o no el traslado, el juez resolverá acerca de la validez o nulidad del laudo, sin recurso alguno.

Costas. Honorarios

Art. 772. - Los árbitros y amigables componedores se pronunciarán acerca de la imposición de las costas, en la forma prescripta en los arts. 68 y siguientes.

La parte que no realizare los actos indispensables para la realización del compromiso, además de la multa prevista en el art. 740, inc. 4, si hubiese sido estipulado, deberá pagar las costas.

Los honorarios de los árbitros, secretario del tribunal, abogados, procuradores y demás profesionales, serán regulados por el juez.

Los árbitros podrán solicitar al juez que ordene el depósito o embargo de la suma que pudiere corresponderles por honorarios, si los bienes objeto del juicio no constituyesen garantía suficiente.

El arbitraje puede establecerse a priori como cláusula contractual (cláusula arbitral) o al suscitarse el problema por las partes suscribiendo el “compromiso arbitral”. El compromiso deberá contener determinados datos.
El procedimiento arbitral puede ser por voluntad de las partes u obligatorio. En todos los casos será fundamental establecer cuales serán los puntos en litigio. El control del arbitraje es siempre ejercido por el juez que hubiera correspondido en caso de ir a juicio. También debe contener el plazo y la estipulación de pena en caso de no acatarse.

Los árbitros aceptan ante el secretario del juzgado. No habrá sentencia sino laudo. En el caso de juicio arbitral se debe nombrar secretario. Puede pactarse a priori que no exista recurso. Los recursos que se pueden plantear son: de aclaratoria y de apelación. Jueces y Secretarios tienen prohibido actuar como árbitros.

El laudo de amigables componedores no es recurrible.
Unidad II: El Acto de Comercio

2.1.- El acto de comercio: concepción objetiva y subjetiva; Art. 8 del Código de Comercio: análisis de cada uno de los incisos del art. 8, clasificación de los actos de comercio, extensión jurisprudencias.

El Acto de Comercio
El Código no define al acto de comercio. Define situaciones que se consideran tal en el Art. 8 enumerando no taxativamente. Son ejemplos que, en razón de la teoría objetiva que adoptó el codificador, sirven para definirlo.
Art. 8 - La ley declara actos de comercio en general:

1º Toda adquisición a título oneroso de una cosa mueble o de un derecho sobre ella, para lucrar con su enajenación, bien sea en el mismo estado que se adquirió o después de darle otra forma de mayor o menor valor;

2º La transmisión a que se refiere el inciso anterior;

3º Toda operación de cambio, banco, corretaje o remate;

4º Toda negociación sobre letras de cambio o de plaza, cheque o cualquier otro género de papel endosable o al portador;

5º Las empresas de fábricas, comisiones, mandatos comerciales, depósitos o transportes de mercaderías o personas por agua o por tierra;

6º Los seguros y las sociedades anónimas, sea cual fuere su objeto;

7º Los fletamentos, construcción, compra o venta de buques, aparejos, provisiones y todo lo relativo al comercio marítimo;

8º Las operaciones de los factores, tenedores de libros y otros empleados de los comerciantes, en cuanto concierne al comercio del negociante de quien dependen;

9º Las convenciones sobre salarios de dependientes y otros empleados de los comerciantes;

10º Las cartas de crédito, fianzas, prenda y demás accesorios de una operación comercial;

11º Los demás actos especialmente legislados en este Código.
2.2.- Análisis de los denominados actos unilateralmente mercantiles, aplicación del art. 7 del código y criterio subjetivo del art. 5 segundo párrafo. 

El acto unilateral se halla descrito en el Art.7. El Código entiende que, cuando una actividad es comercial e involucra a una persona que no es comerciante, no se puede desdoblar.
Art. 7 - Si un acto es comercial para una sola de las partes, todos los contrayentes quedan por razón de él, sujetos a la ley mercantil, excepto a las disposiciones relativas a las personas de los comerciantes, y salvo que de la disposición de dicha ley resulte que no se refiere sino al contratante para quien tiene el acto carácter comercial.
De acuerdo a la ley (Art.5) se presume iuris tantum que cualquier acto en el que interviene un comerciante es comercial.

Art. 5 - Todos los que tienen la calidad de comerciantes, según la ley, están sujetos a la jurisdicción, reglamentos y legislación comercial.

Los actos de los comerciantes se presumen siempre actos de comercio, salvo la prueba en contrario.
2.3.- Análisis del art. 452 del Código de Comercio, extensión jurisprudencial.

El Art. 452 nos indica que actos no son comerciales, en contraposición al Art. 8.

Art. 452 - No se consideran mercantiles:

1º Las compras de bienes raíces y muebles accesorios. Sin embargo, serán comerciales las compras de cosas accesorias al comercio, para prepararlo o facilitarlo, aunque sean accesorias a un bien raíz;

2º Las de objetos destinados al consumo del comprador, o de la persona por cuyo encargo se haga la adquisición;

3º Las ventas que hacen los labradores y hacendados de los frutos de sus cosechas y ganados;

4º Las que hacen los propietarios y cualquier clase de persona, de los frutos y efectos que perciban por razón de renta, dotación, salario, emolumento u otro cualquier título remuneratorio o gratuito;

5º La reventa que hace cualquier persona del resto de los acopios que hizo para su consumo particular.

Sin embargo, si fuere mayor cantidad la que vende que la que hubiese consumido, se presume que obró en la compra con ánimo de vender y se reputan mercantiles la compra y la venta.
Unidad III: El comerciante: obligaciones y derechos. Derechos del consumidor,
3.1.- El comerciante individual: Concepto, capacidad; Adquisición, conservación y pérdida de la calidad de comerciante, los actos aislados (art. 6, C.Com). Prohibiciones o inhabilidades establecidas por el código de comercio.

El Art. 1 define al comerciante.

Art. 1 - La ley declara comerciantes a todos los individuos que, teniendo capacidad legal para contratar, ejercen de cuenta propia actos de comercio, haciendo de ello profesión habitual.

Son requisitos:

1) Capacidad.

2) Ejercer por cuenta propia.

3) Actos de comercio.

4) Haciendo de ello profesión habitual.

Las características de capacidad son aquellas del Código Civil. La habilitación civil no sirve para ejercer el comercio. La edad parte de los 18 años. La emancipación comercial no puede ser concedida por el juez, solo puede serlo por los padres. La habilitación civil es permanente, la comercial puede ser revocada. En materia comercial existe la emancipación tácita, que servirá en el ámbito en el que se desenvuelva.

Adquisición, conservación y pérdida de la calidad de comerciante

Nace con su inscripción en el Registro Público de Comercio. Mientras exista habitualidad, seguirá siendo comerciante. Si pierde la habitualidad dejará de serlo. Los interdictos pierden la condición.

Los Actos Aislados

Art. 6 - Los que verifican accidentalmente algún acto de comercio no son considerados comerciantes. Sin embargo, quedan sujetos, en cuanto a las controversias que ocurran sobre dichas operaciones, a las leyes y jurisdicción del comercio.
3.2.- Obligaciones del comerciante: Matriculación, teneduría de libros, valor probatorio de los libros de comercio; Rendición de cuentas: Forma, efectos, impugnaciones; Juicio de rendición de cuentas, Juicio desaprobación, (arts. 652 al 657 del C.P.C.C.N.).

1) Matricularse: inscripción en el Registro Público de Comercio. Se realiza en el Tribunal de competencia mediante escrito dirigido al juez.

2) Llevar libros: Inventario, balance, diario.

Rendición de Cuentas

Consideraciones generales:

La obligación de rendir cuentas esta prevista en el articulo 33 inciso 4 del Código de Comercio:

“Los que profesan el comercio contraen por el mismo hecho la obligación de someterse a todos los actos y formas establecidos en la ley mercantil.
Entre esos actos se cuentan:

1.    La inscripción en un Registro público, tanto de la matricula como de los documentos que según la ley exigen ese requisito;
2.    La obligación de seguir un orden uniforme de contabilidad y de tener los libros necesarios a tal fin;
3.    La conservación de la correspondencia que tenga relación con el giro del comerciante, así como la de todos los libros de la contabilidad;
4.   La obligación de rendir cuentas en los términos de la ley.”

En el código de comercio en los artículos 68 a 74 trata sobre la rendición de cuentas.

No todo comerciante debe rendir cuentas Esta obligado  a hacerlo aquel que administre bienes ajenos , o aquellos que contratan por cuenta ajena.

Al respecto el código de comercio en el articulo 69 dice: "Al fin de cada negociación, o en transacciones comerciales de curso sucesivo, los comerciantes corresponsales están respectivamente obligados a la rendición de la cuenta de la negociación concluida, o de la cuenta corriente cerrada al fin de cada año." Y  el articulo 70 de dicho código dice: 'Todo comerciante que contrata por cuenta ajena está obligado a rendir cuenta instruida y documentada de su comisión o gestión."

En transacciones comerciales únicas cuando el mandato es para esa operación exclusivamente se deberá rendir cuentas una vez concluida la negociación esto surge del  análisis de la primera parte del articulo 69: " Al fin de cada negociación". En el caso de sucesivas transacciones a lo largo del año se deberá rendir cuentas una vez por año como surge del articulo 69 in fine.

Gastos De La Rendición De Cuentas:

El articulo 71 in fine dice "....Las costas de la rendición de cuentas en forma, son siempre de cargo de los bienes administrados.". 

Por lo tanto los gastos y honorarios que deriven de la negociación se cargan al patrimonio del principal. Lugar donde se deben rendir las cuentas:

El articulo 74 del código de comercio dice al respecto: "La presentación de cuentas debe hacerse en el domicilio de la administración, no mediando estipulaciones en contrario.". 

La regla general indica entonces que el lugar de rendición de cuentas es el domicilio del rindente, salvo pacto en contrario que i estipule como domicilio de rendición de cuentas el domicilio del principal. 

Forma de la rendición de cuentas:

El código de comercio no establece ninguna forma para la rendición de cuentas. Pero debe tenerse en cuenta que si se trata de negocios relevantes conviene la forma escrita, dado que resulta un medio fehaciente de que la rendición de cuentas se ha practicado. Sin embargo nada impide para negocios de poca monta que esta rendición se realice en forma verbal. 

Aceptación de las rendición de cuentas: 

El principal puede aceptar la rendición de cuentas o rechazarlas, el código le da un plazo de 30 dias para aceptarlas o rechazarlas al respecto el código de comercio dice en el artículo 73:

"El que deja transcurrir un mes, contado desde la recepción de una cuenta, sin hacer observaciones, se presume que reconoce implícitamente la exactitud de la cuenta, salvo la prueba contraria, y salvo Igualmente la disposición especial a ciertos casos. Las reclamaciones pueden ser judiciales o extra judiciales."
Las disposiciones especiales a ciertos casos son las siguientes :
El articulo 246 que dice:

"El comitente que no responde dentro de las veinticuatro horas, o por el segundo correo, a la carta de aviso en que el comisionista le informe del resultado de la comisión, se presume que aprueba la conducta del comisionista, aunque hubiese excedido los límites del mandato."

El articulo 474  que dice:
"Ningún vendedor puede rehusar al comprador una factura de los géneros que haya vendido y entregado con el recibo al pie de su precio, o de la parte de éste que se hubiere pagado.

No declarándose en la factura el plazo del pago, se presume que la venta fue al contado.

Las referidas facturas, no siendo reclamadas por el comprador dentro de los diez días siguientes a la entrega y recibo, se presumen cuentas liquidadas.

[Si el plazo de pago del precio fuera superior a los treinta días, se estará a lo dispuesto en el Capítulo 15, del Título 10 del Libro segundo.] (Agregado por decreto-ley 6601/63.)" 

Y el articulo 793 del código de comercio que dice:
"Por lo menos ocho días después de terminar cada trimestre o período convenido de liquidación, los bancos deberán pasar a los clientes sus cuentas corrientes pidiéndoles su conformidad escrita, y ésta o las observaciones a que hubiere lugar, deben ser presentadas dentro de cinco días.

SI en este plazo el cliente no contestare, se tendrán por reconocidas las cuentas en la forma presentada, y sus saldos, deudores o acreedores, serán definitivos en la fecha de la cuenta.

[Las constancias de los saldos deudores en cuenta corriente bancaria, otorgadas con las firmas conjuntas del gerente y contador del banco serán consideradas títulos que traen aparejada ejecución, siguiéndose para su cobro los trámites que para el juicio ejecutivo establezcan las leyes de procedimientos del lugar donde se ejercite la acción.] (Agregado por decreto-ley 15.354/46.)

[Se debitarán en cuenta corriente bancaria los rubros que correspondan a movimientos generados directa o indirectamente por el libramiento de cheques. Se autorizarán débitos correspondientes a otras relaciones jurídicas entre el cliente y el girado cuando exista convención expresa formalizada en los casos y con los recaudos que previamente autorice el Banco Central de la República Argentina.] (Agregado por ley 24.452 (B.O. 2/3/95.)".

 IMPUGNACIÓN  DE LA RENDICIÓN DE CUENTAS:
El articulo 73 in fine dice:" Las reclamaciones pueden ser judiciales o extra judiciales"
Por lo tanto quien no esta de acuerdo con las cuentas que le rindieron podrá impugnarlas judicial o extra judicialmente. Si lo hace en forma extrajudicial lo debe realizar por un medio fehaciente, por ej. Mediante una carta documento. Si  lo realiza
en forma judicial , la vía judicial esta contemplada en los arts 652 a 657 del código procesal Civil y Comercial. Las costas del juicio serán para la parte vencida.
En la presentación  deberá precisarse cual es el error , la impugnación a la rendición de cuentas debe ser precisa.
La acción judicial se abre tanto para el que las quiere rendirlas como para el que las exige y no se les rinde o se les rinde y presentan vicios o errores.
Todo mandatario tiene obligación de rendir cuentas al mandante. Es obligación puede ejecutarse  en tiempo y forma o no. El mandante puede exigírselo. 

Arts. 652 – 657 C.P.C.C.

TITULO IV - Rendición de cuentas

Obligación de rendir cuentas

Art. 652. - La demanda por obligación de rendir cuentas tramitará por juicio sumario, a menos que integrase otras pretensiones que debieren sustanciarse en juicio ordinario.

El traslado de la demanda se hará bajo apercibimiento de que si el demandado no la contestare, o admitiere la obligación y no las rindiere dentro del plazo que el juez fije al conferir dicho traslado, se tendrán por aprobadas las que presente el actor, en todo aquello que el demandado no pruebe que sean inexactas.

Trámite por incidente

Art. 653. - Se aplicará el procedimiento de los incidentes siempre que:

1. Exista condena judicial a rendir cuentas.

2. La obligación de rendirlas resultare de instrumento público o privado reconocido, o haya sido admitida por el obligado al ser requerido por diligencia preliminar.

Facultad judicial

Art. 654. - En los casos del artículo anterior, si conjuntamente con el pedido, quien promovió el incidente hubiere acompañado una cuenta provisional, el juez dará traslado a la otra parte para que la admita u observe, bajo apercibimiento de que si no lo hiciere se aprobará la presentada.

El juez fijará los plazos para los traslados y producción de prueba, atendiendo a la complejidad de las cuentas y documentos que se hubiesen acompañado.

Documentación. Justificación de partidas

Art. 655. - Con el escrito de rendición de cuentas deberá acompañarse la documentación correspondiente. El juez podrá tener como justificadas las partidas respecto de las cuales no se acostumbrare a pedir recibos y fueren razonables y verosímiles.

Saldos reconocidos

Art. 656. - El actor podrá reclamar el pago de los saldos reconocidos por el demandado, sin esperar la resolución definitiva sobre las cuentas y sin que por ello se entienda que las ha aceptado.

El pedido se sustanciará por las normas sobre ejecución de sentencias.

Demanda por aprobación de cuentas

Art. 657. - El obligado a rendir cuentas podrá pedir la aprobación de las que presente. De la demanda, a la que deberá acompañarse boleta de depósito por el importe del saldo deudor, se dará traslado al interesado, por el plazo que fije el juez, bajo apercibimiento de ser tenido por conforme si no las impugnare al contestar. Se aplicará, en lo pertinente, el procedimiento establecido en los artículos anteriores.

3.3.- Derechos del comerciante: Disposiciones constitucionales, derechos al nombre, a la propaganda y a la competencia (Leyes 22802, 22362 y arts. 159 y 300 inc. 12 del C.P.N.)
Protección Constitucional: (Arts. 9 a 20): se asegura el derecho a entrar, salir, circular. La libre navegación de los ríos significa la posibilidad de comerciar. La remoción de las aduanas interiores. El libre ejercicio de la industria.

Art. 9 CN. - En todo el territorio de la Nación no habrá más aduanas que las nacionales, en las cuales regirán las tarifas que sancione el Congreso.

Art. 10 CN. - En el interior de la República es libre de derechos la circulación de los efectos de producción o fabricación nacional, así como la de los géneros y mercancías de todas clases, despachadas en las aduanas exteriores.

Art. 11 CN. - Los artículos de producción o fabricación nacional o extranjera, así como los ganados de toda especie, que pasen por territorio de una provincia a otra, serán libres de los derechos llamados de tránsito, siéndolo también los carruajes, buques o bestias en que se transporten; y ningún otro derecho podrá imponérseles en adelante, cualquiera que sea su denominación, por el hecho de transitar el territorio.

Art. 12 CN. - Los buques destinados de una provincia a otra, no serán obligados a entrar, anclar y pagar derechos por causa de tránsito, sin que en ningún caso puedan concederse preferencias a un puerto respecto de otro, por medio de leyes o reglamentos de comercio.
Art. 14 CN. - Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio; a saber: de trabajar y ejercer toda industria lícita; de navegar y comerciar; de peticionar a las autoridades; de entrar, permanecer, transitar y salir del territorio argentino; de publicar sus ideas por la prensa sin censura previa; de usar y disponer de su propiedad; de asociarse con fines útiles; de profesar libremente su culto; de enseñar y aprender.

Art. 20 CN. - Los extranjeros gozan en el territorio de la Nación de todos los derechos civiles del ciudadano; pueden ejercer su industria, comercio y profesión; poseer bienes raíces, comprarlos y enajenarlos; navegar los ríos y costas; ejercer libremente su culto; testar y casarse conforme a las leyes. No están obligados a admitir la ciudadanía, ni a pagar contribuciones forzosas extraordinarias. Obtienen nacionalización residiendo dos años continuos en la Nación; pero la autoridad puede acortar este término a favor del que lo solicite, alegando y probando servicios a la República.

Derechos del comerciante

La calidad o estado de comerciante se adquiere mediante el ejercicio profesional o habitual de actos de comercio. Esto acarrea que, el mismo va a ser susceptible de adquirir derechos y contraer obligaciones. En realidad no se trata de derechos específicos, sino' de aquellos garantizados por la Constitución Nacional a todos los habitantes del país.

Nuestra constitución en sus artículos 14, 17, 18 y 20 establecen el derecho de ejercer toda industria licita, de navegar y comerciar, de usar y disponer de su propiedad, de asociarse con fines útiles, de la propiedad de las inversiones y la inviolabilidad de los papeles privados. Todos estos derechos han de ejercerse conforme a las leyes que reglamente su ejercicio y en lo que a comercio se refiere encontramos incluidos los derechos a trabajar, navegar y comerciar...

El articulo 14 garantiza el derecho de usar y disponer de su propiedad lo que resulta confirmado por el articulo 17 que consagra la inviolabilidad de la propiedad. Por su parte los artículos 10, 11 y 12 establecen normas relativas a la libre circulación interior de los efectos de producción o fabricación nacional, géneros y mercaderías de todas clases despachados en las aduanas exteriores.

Todo este conjunto de normas constitucionales tienden a proteger libertades y garantías indispensables para facilitar el buen desarrollo del comercio y de la industria.

Todo este conjunto de preceptos enunciados anteriormente afirma los derechos del hombre en general, alguno de los cuales son objeto de una reglamentación particular con relación a los comerciantes. Dentro de los mismos encontramos los derechos al nombre, a la competencia y a la propaganda.

Derecho al nombre

El nombre es el modo más antiguo de designación e identificación de una persona dentro de la sociedad en que vive. Este, es un elemento integrante del status de las personas tanto físicas como jurídicas. En derecho privado, es uno de los elementos identificatorios de las personas y, a su vez, una manifestación de la personalidad jurídica en la vida de los negocios. Es un atributo de la personalidad, inmutable y no se puede ceder.

El comerciante cuando ejerce su actividad sin estar bajo la formación de una sociedad, puede utilizar su nombre civil; en tal caso, este coincide con el nombre comercial. Pero aun así, ambos deben ser distinguidos. El nombre civil designa e identifica la persona civil del comerciante, en tanto que el nombre comercial designa e identifica su personalidad en el mundo de los negocios. El nombre debe ser distinguido del emblema, insignia, muestra o rotulo del establecimiento. También debe ser distinguido de la marca, Así, el nombre de una persona puede cumplir cuatro funciones:

a) La de elemento de identificación civil;

b) manifestación de la personalidad jurídica del comerciante en el ámbito del trafico mercantil;

c) la de designación del establecimiento o hacienda mercantil;

d) la marca de los productos en mercancías.

En su primera función el nombre es un atributo de la personalidad y se encuentra fuera del comercio; en las tres ultimas constituye una propiedad del comerciante; y, como tal, esta garantizada por disposiciones constitucionales.

Derecho a la propaganda
La libertad de comerciar y trabajar, importa para ampliar las dimensiones económicas de la explotación y aumentar el número de clientela. Esto es posible mediante la propaganda, la cual consiste en anuncios, publicaciones, exhortaciones verbales o escritas, etc., destinados a provocar una mayor venta y mejora su imagen ante la opinión general.

Esta protección de la propaganda es una facultad implícita en la economía capitalista; ya que de nada sirve un producto excelente sino lo conoce el publico y si no es susceptible de comercialización masiva. La publicidad del pequeño, mediano y gran empresario se realiza mediante diferentes canales, por ejemplo: prensa diaria, revistas, libros, etc.

Derecho a la competencia
El principio constitucional de la libertad de trabajar, comerciar y ejercer cualquier industria licita, implica que cada uno elija la actividad que prefiera, por lo tanto es natural que se produzca una superposición de las mismas en un mismo ramo de negocios. Por ello se entiende que la competencia resulta como consecuencia inevitable de la libertad de comercio y de trabajo. Este derecho esta sometido a las leyes que reglamenten su ejercicio así es como diversas disposiciones legales prohíben a los socios y administradores dedicarse al mismo tráfico que sea el objeto de la sociedad a la que pertenecen.

Desde el punto de vista punitivo el artículo 159 de1 código penal tipifica el delito de competencia ¡lícita. Otras leyes, tales como la de represión de monopolios, identificación de mercaderías, marcas y patentes contienen disposiciones tendientes a garantizar el derecho a no ser perjudicado por actos de competencia desleal.

Limitación de la responsabilidad
El principio general de nuestro derecho positivo es el de que el patrimonio del deudor responde por las deudas contraías por su titular o por las obligaciones impuestas a este "el patrimonio es la prenda común de los acreedores".

Uno de los beneficios que otorga la ley mercantil al comerciante, es la posibilidad de limitar su responsabilidad. Desde antiguo se pensó en la empresa de responsabilidad limitada, en la cual el comerciante pudiera destinar una parte de su patrimonio a los riesgos del negocio que emprendía; en nuestro derecho conlleva el principio de que a cada persona corresponde un patrimonio, no es posible en principio, que el comerciante individual limite su responsabilidad por el giro comercial ü una parte determinada de su patrimonio.

En materia de sociedades comerciales se ofrece la posibilidad do separar patrimonios y de limitar la responsabilidad a partes de él; asi, históricamente aparece la sociedad en comandita como primer ejemplo en esta materia; los socios comanditarios, solo responden por los deudas sociales con los aportes efectuados o prometidos.

La excepción a la regla general de que a cada persona le pertenece un patrimonio que responde por sus deudas (excepto los bienes inembargables), es un beneficio exclusivo del derecho mercantil; por eso, en nuestra materia se da una posición de excepción respecto del derecho en general, ya que la propia ley acepta la creación de este sujeto de nuevo derecho y diferente, con el privilegio señalado.

La limitación de la responsabilidad individual
Los riesgos que implica el ejercicio del comercio, han llevado a aceptar la posibilidad que se limita la responsabilidad de quienes integran ciertos tipos de responsabilidades, por las deudas de estas con terceros.

La empresa individual de responsabilidad limitada

Las personas jurídicas o ideales ya tienen modo de limitar la responsabilidad personal de sus asociados, adoptando algunas de las formas societarias. Se trata, de dar a un comerciante individual la posibilidad de que, mediante una adecuada publicidad y el cumplimiento de determinados requisitos afecte o destine una parte de sus bienes a responder por las obligaciones que contraiga en la explotación de una empresa de la cual es titular.

Otros derechos del empresario

El empresario tiene otros derechos que se le reconocen y se hallan dispersos en varias normas:

a) Organización de una comunidad laboral: el empresario tiene derecho a organizar una comunidad laboral por medio del llamado contrato de trabajo. Se crea entre él y sus subordinados un vinculo que, los autores llaman relación de dependencia, cuya caracterización jurídica es propia del derecho laboral. El empresario nato es organizador y dirigente por naturaleza.

b) Organización de los bienes: el empresario tiene que contar con un capital que le es imprescindible para poner en marcha el proyecto económico previsto. El conjunto de bienes es llamado "hacienda" por algunos autores; otros lo denominan "fondo de comercio", según nuestra ley.

c) Proceso concursal: nuestra actual ley de concursos ha llegado en 1983. Todos los comerciantes y las sociedades pueden solicitar la formación de su concurso preventivo; este procedimiento tendrá como fin llegar a una solución definitiva que impida la caída en quiebra de! empresario individual o colectivo.

Ley 22802 - Lealtad Comercial 

Sanción: 5/5/83.
Publicación: B. O. 11/5/83. 

Capítulo I - De la identificación de mercaderías 

Artículo 1: Los frutos y los productos que se comercialicen en el país envasados llevaran impresas en forma y lugar visibles sobre sus envases, etiquetas o envoltorios, las siguientes indicaciones:
A) Su denominación.
B) nombre del país donde fueron producidos o fabricados.
C) Su calidad, pureza o mezcla.

D) las medidas netas de su contenido.
Los productos manufacturados que se comercialicen en el país sin envasar deberán cumplimentar con las indicaciones establecidas en los incisos a), b) y c) del presente artículo cuando de la simple observación del producto surja su naturaleza o su calidad, las indicaciones previstas en los incisos a) o c) serán facultativas.


En las mercaderías extranjeras cuyo remate dispongan las autoridades aduaneras y cuyo origen sea desconocido, deberá indicarse en lugar visible esta circunstancia. 

Artículo 2: Los productos fabricados en el país y los frutos nacionales, cuando se comercialicen en el país llevaran la indicación industria argentina o producción Argentina. A ese fin se consideraran productos fabricados en el país aquellos que se elaboren o manufacturen en el mismo, aunque se empleen materias primas o elementos extranjeros en cualquier proporción.
La indicación de que se han utilizado materias primas o elementos extranjeros será facultativa. En caso de ser incluida deberá hacerse en forma menos preponderante que la mencionada en la primera parte de este artículo. 

Artículo 3: Los frutos o productos de origen extranjero que sufran en el país un proceso de fraccionado, armado, terminado u otro análogo que no implique una modificación en su naturaleza, deberán llevar una leyenda que indique dicho proceso y serán consideradas como de industria extranjera.
En el caso de un producto integrado con elementos fabricados en diferentes países, será considerado originario de aquél donde hubiera adquirido su naturaleza. 

Artículo 4: Las inscripciones colocadas sobre los productos y frutos a que se hace referencia en el artículo 2., O sobre sus envases, etiquetas o envoltorios deberán estar escritas en el idioma nacional, con excepción de los vocablos extranjeros de uso común en el comercio, de las marcas registradas y de otros signos que, aunque no estén registrados como marcas, sean utilizados como tales y tengan aptitud marcaría.
Las traducciones totales o parciales a otros idiomas podrán incluirse en forma y caracteres que no sean mas preponderantes que las indicaciones en idioma nacional.
Quienes comercialicen en el país frutos y productos de procedencia extranjera, deberán dar cumplimiento en el idioma nacional a las disposiciones del artículo 1 de esta ley. 

Artículo 5: Queda prohibido consignar en la presentación folletos, envases, etiquetas o envoltorios, palabras, frases, descripciones, marcas o cualquier otro signo que pueda inducir a error, engaño o confusión, respecto de la naturaleza, origen calidad, pureza, mezcla o cantidad de los frutos o productos, de sus propiedades, características, usos, condiciones de comercialización o técnicas de producción. 

Artículo 6: Los productores y fabricantes de mercaderías, los envasadores, los que encomendare envasar o fabricar, los fraccionadores y los importadores, deberán cumplir según corresponda con lo dispuesto en este capítulo siendo responsables por la veracidad de las indicaciones consignadas en los rótulos.

Los comerciantes mayoristas y minoristas no deberán comercializar frutos o productos cuyo identificación contravenga lo dispuesto en el artículo 1 de la presente ley, asimismo serán responsables de la veracidad de las indicaciones consignadas en los rótulos cuando no exhiban la documentación que individualice fehacientemente a los verdaderos responsables de su fabricación, fraccionamiento, importación o comercialización. 

Capítulo II - De las denominaciones de origen 

Artículo 7: (Derogado por Ley 25380 Publicada en el B.O.: 12/01/2001) 

Artículo 8: (Derogado por Ley 25380 Publicada en el B.O.: 12/01/2001) 

Capítulo III - De la publicidad y promoción mediante premios 

Artículo 9: Queda prohibida la realización de cualquier clase de presentación, de publicidad o propaganda que mediante inexactitudes u ocultamientos pueda inducir a error, engaño o confusión respecto de las características o propiedades, naturaleza, origen, calidad, pureza, mezcla, cantidad, uso, precio, condiciones de comercialización o técnicas de producción de bienes muebles, inmuebles o servicios. 

Artículo 10: Queda prohibido:
A) El ofrecimiento o entrega de premios o regalos en razón directa o indirecta de la compra de mercaderías o la contratación de servicios, cuando dichos premios o regalos estén sujetos a la intervención del azar.
B) Promover u organizar concursos, certámenes o sorteos de cualquier naturaleza, en los que la participación este condicionada en todo o en parte a la adquisición de un producto o a la contratación de un servicio.
C) Entregar dinero o bienes a título de rescate de envases, de medios de acondicionamiento de partes integrantes de ellos o del producto vendido, cuando el valor entregado supere el corriente de los objetos rescatados o el que éstos tengan para quien los recupere. 

Capítulo IV - De las autoridades de aplicación y sus atribuciones 

Artículo 11: La Secretaría de Comercio o el organismo que en los sucesivo pudiera reemplazar en materia de Comercio interior será la autoridad Nacional de aplicación de la presente ley con facultad de delegar sus atribuciones, aun las de juzgamiento, en organismos de su dependencia de jerarquía no inferior a Dirección General.
No podrá delegar las facultades previstas en los incisos a), b), c), D), e), f), h), I), j), k) y 1) del artículo 12. 

Artículo 12: La autoridad Nacional de aplicación tendrá las siguientes facultades.
A) Establecer las tipificaciones obligatorias requeridas para la correcta identificación de los frutos, productos o servicios, que no se encuentren regidos por otras leyes.
B) Establecer los requisitos mínimos de seguridad que deberán cumplir los productos o servicios que no se encuentren regidos por otras leyes.
C) Determinar el lugar, forma y características de las indicaciones a colocar sobre los frutos y productos que se comercializan en el país o sobre sus envases.
D) Establecer el régimen de tolerancia aplicable al contenido de los envases.
E) Establecer los regímenes y procedimientos de extracción y evaluación de muestras, así como el destino que se dará a las mismas.
F) Determinar los contenidos o las medidas con que deberán comercializarse las mercaderías.
G) Autorizar el reemplazo de la indicación de las medidas netas del contenido por el número de unidades o por la expresión "venta al peso ".
H) Establecer la obligación de consignar en los productos manufacturados que se comercialicen sin envasar, su peso neto o medidas.
I) Obligar a exhibir o publicitar precios.
J) Obligar a quienes ofrezcan garantía por bienes o servicios, a informar claramente al consumidor sobre 
el alcance y demás aspectos significativos de aquélla; y a quienes no la ofrezcan, en los casos de bienes muebles de uso durable o de servicios, a consignarlo expresamente.
K) Obligar a quienes ofrezcan servicios a informar claramente al consumidor sobre sus características.
I) Disponer, por vía reglamentaria, un procedimiento y la organización necesaria para recibir y procesar las quejas de las personas físicas y jurídicas presuntamente perjudicadas por conductas que afecten a la lealtad comercial y darle la difusión necesaria para que cumpla debidamente su cometido. 

Artículo 13: Los gobiernos provinciales y el Gobierno del territorio Nacional de la tierra del fuego, Antártida e islas del Atlántico sud, actuaran como autoridades locales de aplicación, ejerciendo el control y vigilancia sobre el cumplimiento de la presente ley y sus normas reglamentarias, con respecto a los hechos cometidos en su jurisdicción y que afecten exclusivamente al comercio local, juzgando las 
presuntas infracciones. A ese fin determinaran los organismos que cumplirán tales funciones, pudiendo delegar sus atribuciones en los gobiernos municipales excepto la de juzgamiento que sólo será delegable en el caso de exhibición de precios previsto en el inciso I) del artículo 12.
La Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires actuará como autoridad local de aplicación ejerciendo el control y vigilancia sobre el cumplimiento de las normas reglamentarias exclusivamente en lo referente a exhibición de precio, juzgando las presuntas infracciones. 

Artículo 14: Para el cumplimiento de su cometido las autoridades de aplicación a través de los organismos que determinen podrán:
A) Extraer muestras de mercaderías y realizar los actos necesarios para controlar y verificar el cumplimiento de la presente ley b) Intervenir frutos o productos cuando aparezca manifiesta la infracción

 o cuando existiendo fundada sospecha de ésta, su verificación pueda frustrarse por la demora o por la acción del presunto responsable o de terceros.
La intervención será dejada sin efecto en cuanto sea subsanada la infracción, sin perjuicio de la aplicación de las penas que establece la presente ley c) Ingresar en días y horas hábiles a los locales donde se ejerzan las actividades reguladas en la ley salvo en la parte destinada a domicilio privado, examinar y exigir la exhibición de libros y documentos, verificar existencias, requerir informaciones, nombrar depositarios de productos intervenidos, proceder al secuestro de los elementos probatorios de la presunta infracción, citar y hacer comparecer a las personas que se considere procedente, pudiendo recabar el auxilio de la fuerza pública si fuere necesario.
D) Sustanciar los sumarios por violación a las disposiciones de la presente ley y proceder a su resolución, asegurando el derecho de defensa.
E) Ordenar el cese de la rotulación, publicidad o la conducta que infrinja las normas establecidas por la presente ley, durante la instrucción del pertinente sumario. Esta medida será apelable. El recurso deberá interponerse en el plazo de cinco (5) días de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 22 y se concederá con efecto devolutorio.
F) Solicitar al juez competente el allanamiento de domicilios privados, y de los locales a que se refiere el inciso c) del presente artículo en días y horas inhábiles. 

Artículo 15: Cuando sugiere que la presunta infracción afecta al comercio interjurisdiccional, las actuaciones serán remitidas a la autoridad Nacional de aplicación para su trámite.
En este caso la autoridad local quedara facultad para efectuar las gestiones presumariales que puedan realizarse en el ámbito de competencia. 

Artículo 16: La autoridad Nacional de aplicación, sin perjuicio de las funciones que se encomiendan a las autoridades locales de aplicación por el artículo 13 de la presente ley, podrá actuar concurrentemente en la vigilancia, contralor en la vigilancia, contralor y juzgamiento del cumplimiento de la misma, aunque las presuntas infracciones afecten exclusivamente al comercio local. 

Capítulo V - Procedimiento 

Artículo 17: La verificación de las infracciones a la presente ley y normas reglamentarias y la sustanciación de las causas que en ella se originen su ajustaran al procedimiento que seguidamente se establece:
A) Si se tratare de la comprobación de una infracción el funcionario actuante procederá a labrar un acta donde hará constar concretamente el hecho verificado y la disposición infringida.

En el mismo acto se notificara al presunto infractor o a su factor o empleado que dentro de los diez (10) días hábiles deberá presentar por escrito su descargo y ofrecer las pruebas si las hubiere, debiéndose indicar el lugar y organismo ante el cual deberá efectuar su presentación, entregándose copia de lo actuado al presunto infractor, factor o empleado.
B) Si se tratare de un acta de inspección, en que fuere necesario una comprobación técnica posterior a efectos de la determinación de la presunta infracción, realizada esta con resultado positivo, se procederá a notificar al presunto infractor la infracción verificada, intimándole para que dentro del plazo previsto en el inciso anterior presente por escrito su descargo y ofrezca las pruebas de que intente valerse, debiéndose indicar asimismo el lugar y organismo ante el cual deberá efectuar su presentación.

C) En su primer escrito de presentación el sumariado deberá constituir domicilio y acreditar personería.
Cuando el sumariado n acredite personería se le intimara para que en el término de cinco (5) días hábiles subsane la omisión bajo apercibimiento de tenerlo por no presentado.
D) Las constancias del acta labrado conforme a lo previsto en el inciso a) del presente artículo, así como las determinaciones técnicas que se hace referencia en el inciso b) constituirán prueba suficiente de los hechos así comprobados, salvo en los casos en que resulten desvirtuadas por otras pruebas.
E) Las pruebas se admitirán solamente en caso de existir hechos controvertidos y siempre que no resulten manifiestamente inconducentes.
Contra la resolución que deniegue medidas de prueba solamente se concederá el recurso de reposición.
La prueba deberá producirse dentro del término de diez (10) días hábiles, prorrogables cuando haya causa justificada, teniéndose por desistidas aquellas no producidas dentro de dicho plazo, por causa imputable al infractor.
F) Concluidas las diligencias sumariales, se dictara la resolución definitiva dentro del término de veinte (20) días hábiles. 

Capítulo VI - De las infracciones, sanciones y recursos 

Artículo 18: El que infringiere las disposiciones de la presente ley, las normas reglamentarias y resoluciones que en su consecuencia se dicten será sancionado con multa de cien pesos ($ 100) hasta quinientos mil pesos ($ 500000).
(importes actualizados por ley 24344) 

Artículo 19: En los casos de reincidencia, así como en el de concurso de infracciones, o desobediencia a una orden de cese, la sanción a aplicarse se agravara duplicándose los límites mínimo y máximo. En casos graves podrá imponerse como sanción accesoria el decomiso de la mercadería en infracción.
Se consideraran reincidentes quienes habiendo sido sancionados por una infracción incurran en otra de igual especie dentro del término de tres (3) años. 

Artículo 20: En los casos de violación de la prohibición contenida en el artículo 9 de la presente ley, las autoridades de aplicación podrán ordenar, si la gravedad del caso lo hiciera conveniente, la publicación completa o resumida del pronunciamiento sancionatorio, por cuenta del infractor utilizándose el mismo medio por el que se hubiera cometido la infracción, o el que disponga la autoridad de aplicación. 

Artículo 21: Serán sancionados con las penas previstas en los artículos 18 y 19 quienes hagan uso sistemático de las tolerancias a que se hace referencia, en el inciso D) del artículo 12, y quienes no cumplimenten en término las intimaciones practicadas en virtud del artículo 14 inciso c). 

Artículo 22: Toda resolución condenatoria podrá ser recurrida solamente por vía de apelación ante la Cámara Nacional en lo penal económico de la Capital Federal o ante el juzgado Federal competente según el asiento de la autoridad que dictó la condena, los que actuaran como tribunal de única instancia ordinaria.
El recurso deberá interponerse y fundarse ante la misma autoridad que impuso la sanción, dentro de los diez (10) días hábiles de notificada la resolución, y será concedido en relación y con efecto suspensivo, excepto cuando se hubieren denegado medidas de prueba en que será concedido libremente.
Las multas aplicadas en sede administrativa que fueren consentidas o que apeladas resulten 
confirmadas en su monto, serán actualizadas por la autoridad de aplicación automáticamente desde el mes en que se hubiere notificado la sanción al infractor hasta el mes anterior a su efectivo pago, de acuerdo a la variación del índice previsto en el artículo 25.
En los casos que los tribunales de alzada reduzcan el importe de las multas aplicadas en sede administrativa, la actualización se practicara, desde el mes en que se hubiere notificado la sanción administrativa al infractor, hasta el mes anterior a su efectivo pago. 

Artículo 23: El importe de las multas ingresara al presupuesto general de la Nación en concepto de rentas generales o al de los gobiernos locales, según sea la autoridad que hubiese prevenido. 

Artículo 24: Transcurridos diez (10) días de recibida la respectiva intimación, la falta de pago que hubieran quedado firmes hará exigible su cobro mediante ejecución fiscal. A tal efecto será título suficiente el testimonio de la resolución recaída, expedido por la autoridad que la impuso. 

Artículo 25: A partir de la entrega en vigencia de esta ley los importes del artículo 18 serán actualizados semestralmente por la autoridad Nacional de aplicación de acuerdo con el índice de precios mayoristas, nivel general, publicado por el Instituto Nacional de estadística y censos (INDEC) o el que en lo sucesivo lo reemplazare. 

Artículo 26: Las acciones y penas emergentes de la presente ley prescribirán en el término de tres (3) años.
La prescripción se interrumpirá por la Comisión de nuevas infracciones. 

Artículo 27: Serán normas de aplicación supletoria en los sumarios originados por infracciones a la presente ley las disposiciones de la parte general del código penal y el procedimiento del plenario regulado en el código de procedimientos en materia penal de la Capital Federal. 

Artículo 28: Las entidades estatales que desarrollen actividades comerciales, cualquiera fuere la forma jurídica que adoptaren, no gozaran de inmunidad alguna en materia de responsabilidad por infracciones a la presente ley. 

Artículo 29: Deróganse las leyes Nros. 17016, 17088 y 19982. 

Artículo 30: Los decretos y resoluciones que reglamentan las leyes Nros 17016 y 19982 continuaran en vigor como normas reglamentarias de la presente ley, hasta tanto la autoridad que correspondiere en cada caso disponga su modificación o derogación.

Ley 22362 - Marcas 

Sanción: 26/XII/80 publicación: B. O.: 2/1/81

Cap. I - De las marcas 

Artículo 1.- Pueden registrarse como marcas para distinguir productos y servicios: una o mas palabras con o sin contenido conceptual; los dibujos los emblemas; los estampados; los sellos; las imágenes; las bandas; las combinaciones de colores aplicadas en un lugar determinado de los productos o de los envases; los envoltorios; los envases; las combinaciones de letras y de números; las letras y números por su dibujo especial; las frases publicitarias; los relieves con capacidad distintiva y todo otro signo con tal capacidad.

2.- No se consideran marcas y no son registrables:
A) Los nombres, palabras y signos que constituyen la designación necesaria o habitual del producto o servicio a distinguir, o que sean descriptivos de sus naturaleza, función, cualidades u otras características;
B) Los nombres; palabras; signos y frases publicitarias que hayan pasado al uso general antes de su solicitud de registro;

C) La forma que se de a los productos;
D) el color natural o intrínseco de los productos o un solo color aplicado sobre los mismos.

3- No pueden ser registrados:
A) Una marca idéntica a una registrada o solicitada con anterioridad para distinguir los mismos productos o servicios;
B) las marcas similares a otras ya registradas o solicitadas para distinguir los mismos productos o servicios;

C) Las denominaciones de origen nacionales o extranjeras.
Se entiende por denominación de origen el nombre de un país, de una región, de un lugar o área geográfica determinados que sirve para designar un producto originario de ellos, y cuyas cualidades y características se deben exclusivamente al medio geográfico. También se considera denominación de origen la que se refiere a un área geográfica determinada para los fines de ciertos productos;
D) Las marcas que sean susceptibles de inducir a error respecto de la naturaleza, propiedades, mérito, calidad, técnicas de elaboración, función, origen, precio u otras características de los productos o servicios a distinguir;
E) Las palabras, dibujos y demás signos contrarios a la moral y a las buenas costumbres;
F) Las letras, palabras, nombres, distintivos, símbolos, que usen o deban usar la Nación, las provincias, las municipalidades, las organizaciones religiosas y sanitarias;
G) Las letras, palabras, nombres o distintivos que usen las naciones extranjeras y los organismos internacionales reconocidos por el Gobierno argentino;
H) El nombre seudónimo o retrato de una persona, sin su consentimiento o el de sus herederos hasta el cuarto grado inclusive;
I) Las designaciones de actividades, incluyendo nombres y razones sociales, descriptivas de una actividad para distinguir productos.
Sin embargo, las siglas, palabras y demás signos con capacidad distintiva, que formen parte de aquellas, podrán ser registrados para distinguir productos o servicios;
J) Las frases publicitarias que carezcan de originalidad.

4.- La propiedad de una marca y la exclusividad de uso se obtienen con su registro. Para ser titular de una marca o para ejercer el derecho de oposición a su registro o a su uso, se requiere un interés legítimo del solicitante o del oponente.

5.- El término de duración de la marca registrada será de diez (10) años. Podrá ser renovada indefinidamente por períodos iguales si la misma fue utilizada, dentro de los cinco (5) años previos a cada vencimiento, en la comercialización de un producto, en la prestación de un servicio, o como parte de la designación de una actividad.

6.- La transferencia de la marca registrada es válida respecto de terceros, una vez inscripta en la Dirección Nacional de propiedad industrial.

7.- La cesión o venta del fondo de Comercio comprende la de la marca, salvo estipulación en contrario.

8.- El derecho de prelación para la propiedad de una marca se acordara por el día y la hora en que se presente la solicitud, sin perjuicio de lo establecido en los tratados internacionales aprobados por la República Argentina.

9.- Una marca puede ser registrada conjuntamente por dos (2) o mas personas, los titulares deben actuar en forma conjunta para licenciar, transferir y renovar la marca; cualquiera de ellos podrá deducir oposición contra el registro de una marca, iniciar las acciones previstas en esta ley en su defensa y utilizarla, salvo estipulación en contrario.

10.- Quien desee obtener el registro de una marca, debe presentar una solicitud por cada clase en que se solicite, que incluya su nombre, su domicilio real y un domicilio especial constituido en la Capital Federal, la descripción de la marca y la indicación de los productos o servicios que va a distinguir.

11.- El domicilio especial a que se refiere el artículo 10, constituido por una persona domiciliada en el extranjero, es válido para establecer la jurisdicción y para notificar las demandas judiciales por nulidad, reivindicación o caducidad de esa marca, y para todas las notificaciones a efectuarse con relación al trámite del Registro.
Sin embargo, cuando se trate de demandas judiciales por nulidad, reivindicación o caducidad, el juez ampliará el plazo para contestarlas y oponer excepciones, en atención al domicilio real del demandado.

12.- Presenta la solicitud de registro, la autoridad de aplicación si encontrare cumplidas las formalidades legales, efectuara su publicación por un (1) día en el boletín de marcas a costa del peticionante.
Dentro de los treinta (30) días de efectuada la publicación, la Dirección Nacional de la propiedad industrial efectuara la búsqueda de antecedentes de la marca solicitada y dictaminara respecto de su registrabilidad.

13.- Las oposiciones al registro de una marca deben efectuarse ante la Dirección Nacional de la propiedad industrial dentro de los treinta (30) días corridos de la publicación prevista en el artículo 12.

14.- Las oposiciones al registro de una marca deben deducirse por escrito, con indicación del nombre y domicilio real del oponente y los fundamentos de la oposición, los que podrán ser ampliados al contestarse la demanda en sede judicial. En dicho escrito debe constituirse un domicilio especial dentro de la Capital Federal, que será valido para notificar la demanda judicial que inicie el solicitante.

15.- Se notificaran al solicitante las posiciones deducidas y las observaciones que merezca la solicitud.

16.- Cumplido un (1) año contado a partir de la notificación prevista en el artículo 15, se declarara el abandono de la solicitud en los siguientes casos:
A) Si el solicitante y oponente no llegan a un acuerdo que posibilite la resolución administrativa y aquel no inicia acción judicial dentro del plazo indicado;
B) Si promovida por el solicitante la acción judicial, se produce su perención.

17.- La acción judicial para obtener el retiro de la oposición deberá iniciarse ante la Dirección Nacional de la propiedad industrial, dentro de los diez (10) días de recibida la demanda, la dirección, remitirá la misma y los elementos agregados a ella, al juzgado Federal en lo civil y comercial de la Capital Federal junto con la copia de las actuaciones administrativas de la marca opuesta.
El proceso judicial respectivo tramitara según las normas del juicio ordinario.

18.- El juez interviniente informara a la Dirección Nacional de la propiedad industrial sobre el resultado del juicio iniciado para obtener el retiro de la oposición a los fines que correspondiere.

19.- Mediante oposición, el solicitante y el oponente podrán renunciar a la vía judicial de común acuerdo y, dentro del plazo de un (1) año establecido en el artículo 10 comunicárselo a la Dirección Nacional de la propiedad industrial. En tal caso deberá dictarse resolución, que será inapelable, luego de oídas ambas partes y de producidas las pruebas pertinentes.
La reglamentación determinara el procedimiento aplicable.

20.- Cuando se solicite la renovación del Registro, se actuara conforme con lo establecido en el artículo 10 y se presentara además una declaración jurada en la que se consignara si la marca fue utilizada en el plazo establecido en el artículo 5 por lo menos en una de las clases, o si fue utilizada como designación, y se indicara según corresponda, el producto, servicio o actividad.
Dictada la resolución aprobatoria del Registro o de la renovación se entregara al solicitante el certificado respectivo.

21.- La resolución denegatoria del Registro puede ser impugnada ante la justicia Federal en lo civil y comercial.
La acción se tramitara según las normas del juicio ordinario y debe interponerse, dentro de los treinta (30) días hábiles de notificada la resolución denegatoria, por ante la Dirección Nacional de la propiedad industrial que actuará conforme con lo establecido en el artículo 17.
En el caso de no promoverse la acción en el plazo establecido se declarara el abandono de la solicitud.

22.- Los expedientes de marcas registradas o en trámite son públicos.
Cualquier interesado puede pedir, a su costa, copia total o parcial de un expediente en el que se ha dictado resolución definitiva.

23.- El derecho de propiedad de una marca se extingue:
A) Por renuncia de su titular;

B) por vencimiento del término de vigencia, sin que se renueve el registro;
C) Por la declaración judicial de nulidad o de caducidad de registro.

24.- Son nulas las marcas registradas:
A) En contravención a lo dispuesto en esta ley b) Por quien, conocía o debía conocer que ellas pertenecían a un tercero;
C) Para su comercialización, por quien desarrolla como actividad habitual el registro de marcas a tal efecto.

25.- La acción de nulidad prescribe a los diez (10) años.

26.- A pedido de parte, se declarara la caducidad de la marca que no hubiera sido utilizada en el país, dentro de los cinco (5) años previos a la fecha de la iniciación de la acción, salvo que mediaren causas de fuerza mayor.
No caduca la marca registrada y no utilizada en una clase si la misma marca fue utilizada en la comercialización de un producto o en la prestación de un servicio incluidos en otras clases, o si ella forma parte de la designación de una actividad.

Cap. II - De las designaciones 

27.- El nombre o signo con que se designa una actividad, con o sin fines de lucro, constituye una propiedad para los efectos de esta ley

28.- La propiedad de la designación se adquiere con su uso y solo con relación al ramo en el que se utiliza y debe ser inconfundible con las preexistentes en ese mismo ramo.

29.- Toda persona con interés legítimo puede oponerse al uso de una designación.
La acción respectiva prescribe al año desde que el tercero comenzó a utilizarla en forma pública y ostensible o desde que el accionante tuvo conocimiento de su uso.

30.- El derecho a la designación se extingue con el cese de la actividad designada.

Cap. III - De los ilícitos 

31.- Será reprimido con prisión de tres (3) meses de dos (2) años pudiendo aplicarse además una multa de pesos argentinos mil setecientos treinta y cuatro ($a 1737) a pesos argentinos doscientos sesenta mil cien ($ a 260100) (1):
Nota (1) montos conforme decreto 2061/83 (B. O. 19-8-83) 9 a) El que falsifique o emite fraudulentamente una marca registrada o una designación;
B) El que use una marca registrada o una designación falsificada, fraudulentamente emitida o perteneciente a un tercero sin su autorización;
C) El que ponga en venta o venda una marca registrada o una designación falsificada, fraudulentamente imitada o perteneciente a un tercero sin su autorización;
D) El que ponga en venta, venda o de otra manera comercialice productos o servicios con marca registrada falsificada o fraudulentamente imitada.
El Poder Ejecutivo Nacional actualizar a anualmente el monto de la multa prevista sobre la base de la variación registrada en el índice de precios al por mayor nivel general, publicado oficia. Ente por el Instituto Nacional de estadística y censos.

32.- La acción penal es pública y las disposiciones generales del libro I del código penal son aplicables en cuanto sean compatibles con la presente ley

33.- La justicia Federal en lo criminal y correccional es competente para entender en las acciones penales para entender en las acciones penales que tendrán el trámite del juicio correccional; y la justicia Federal en lo civil y comercial lo es para las acciones civiles ordinario.

34.- El damnificado, cualquiera sea la vía elegida, puede solicitar:
A) El comiso y venta de las mercaderías y otros elementos con marca en infracción.
B) La destrucción de las marcas y designaciones en infracción y de todos los elementos que las lleven, si no se pueden separar de éstos; el juez, a pedido de partes deberá ordenar la publicación de la sentencia a costa del infractor si éste fuere condenado a vencido en juicio.

35.- En lo juicios civiles que se inicien para obtener la cesación del uso de una marca o de una designación, el demandante puede exigir al demandado caución real, en caso de que éste no interrumpa el uso cuestionado. El juez fijara esta caución de acuerdo con el derecho aparente de las partes y podrá exigir contracautelas.
Si no se presta caución real, el demandante podrá pedir la suspensión de la explotación y el embargo de los objetos en infracción, otorgando, si fuera solicitada, caución suficiente.

36.- El derecho a todo reclamo por vía civil prescribe después de transcurridos tres (3) años de cometida la infracción o después de un (1) año contado desde el día en que el propietario de la marca tuvo conocimiento del hecho.

37.- El producido de las multas previstas en el artículo 31 y de las ventas a que se refiere el artículo 34, será destinado a rentas generales.

38.- Todo propietario de una marca registrada a cuyo conocimiento llegue la noticia de la existencia de objetos con marca en infracción conforme a lo establecido en el artículo 31, puede solicitar ante el juez competente:
A) El embargo de los objetos;
B) su inventario y descripción:

C) el secuestro de uno de los objetos en infracción.
Sin perjuicio de la facultad del juez de ordenar estas medidas de oficio, podrá requerir caución suficiente al peticionario cuando estime que éste carezca de responsabilidad patrimonial para responder en el supuesto de haberse pedido el embargo sin derecho.

39.- Aquel en cuyo poder se encuentra n objetos en infracción, debe acreditar e informar sobre:
A) El nombre y dirección de quien se los vendió o procuro y la fecha en que ello ocurrió con exhibición de la factura o boleta de compras respectivas;
B) La cantidad de unidades fabricadas o vendidas y su precio, con exhibición de la factura o boleta de venta respectiva;
C) La identidad de las personas a quienes les vendió o entregó los objetos en infracción.
Todo ello deberá constar en el acta que se levantara al realizarse las medidas previstas en el artículo 38.
La negativa a suministrar los informes previstos en este artículo, así como también la carencia de la documentación que sirva de respaldo comercial a los objetos en infracción, autorizara a presumir que su tenedor es partícipe en la falsificación o imitación fraudulenta. Estos informes podrán ampliarse o completarse en sede judicial tanto a iniciativa del propio interesado como por solicitud del juez, que podrá intimar a ese efecto por un plazo determinado.

40- El titular de una marca registrada podrá solicitar las medidas cautelares previstas en el artículo 38, aun cuando no mediare delito ante una marca similar o ilegítimamente empleada. Si no dedujera la acción correspondiente dentro de los quince (15) días hábiles de practicados el embargo o secuestro, este podrá dejarse sin efecto a petición del dueño de los objetos embargados o secuestrados.

41.- El titular de una marca registrada constituida por una frase publicitaria, puede solicitar las medidas previstas en el artículo 38 solo con respecto a los objetos que lleven aplicada la frase publicitaria en infracción.

Cap. IV - De la autoridad de aplicación 

42.- La autoridad de aplicación de esta ley es la Dirección Nacional de la propiedad industrial, dependiente de la Secretaría de estado de desarrollo industrial del Ministerio de economía, la que resolverá respecto de la concesión de las marcas.

43.- La Dirección Nacional de la propiedad industrial anotara las solicitudes de registro y renovación en el orden que le sean presentadas. A tal efecto, llevara un libro rubricado y foliado por la Secretaría de estado de desarrollo industrial. En éste libro se volcaran la fecha y hora de presentación, su número, la marca solicitada, el nombre y domicilio del solicitante y los productos o servicios a distinguir.

44.- El certificado de registro consistirá en un testimonio de la resolución de concesión de la marca, acompañado del duplicado de su descripción, y llevara la firma del jefe de Departamento de marcas de la Dirección Nacional de la propiedad industrial.

45.- El registro, renovación, reclasificación, transferencia, abandono y denegatoria de marcas, así como su extinción por renuncia o por resolución judicial y la modificación del nombre de su titular, serán publicados por la Dirección Nacional de la propiedad industrial.

46.- La Dirección Nacional de la propiedad industrial deberá conservar los expedientes o sus copias fehacientes. Sólo podrán destruirse los expedientes originales cuando se haya obtenido y guardado copia de los mismos.

47.- Los trámites que se realicen ante la Dirección Nacional de la propiedad industrial están sujetos al pago de tasas, cuyo monto fijara la reglamentación. Dichos montos serán actualizados según lo previsto, para las multas, en el artículo 31 "in fines".

Competencia desleal y Fraudes al comercio

Se hallan regulados por los Arts. 159 y 300 del Código Penal.
Art. 159 C.P. - Será reprimido con multa de dos mil quinientos pesos como mínimo y en treinta mil pesos como máximo, el que, por maquinaciones fraudulentas, sospechas malévolas o cualquier medio de propaganda desleal, tratare de desviar, en su provecho, la clientela de un establecimiento comercial o industrial.

Art. 300 C.P. - Serán reprimidos con prisión de seis meses a dos años:

1º El que hiciere alzar o bajar el precio de las mercaderías, fondos públicos o valores, por medio de noticias falsas, negociaciones fingidas o por reunión o coalición entre los principales tenedores de una mercancía o género, con el fin de no venderla o de no venderla sino a un precio determinado;

2º El que ofreciere fondos públicos o acciones u obligaciones de alguna sociedad o persona jurídica, disimulando u ocultando hechos o circunstancias verdaderas o afirmando o haciendo entrever hechos o circunstancias falsas;

3º El fundador, director, administrador, liquidador o síndico de una sociedad anónima o cooperativa o de otra persona colectiva, que a sabiendas publicare, certificare o autorizare un inventario, un balance, una cuenta de ganancias y pérdidas o los correspondientes informes, actas o memorias, falsos o incompletos o informare a la asamblea o reunión de socios, con falsedad o reticencia, sobre hechos importantes para apreciar la situación económica de la empresa, cualquiera que hubiere sido el propósito perseguido al verificarlo.

3.4.- Derechos del Consumidor: Ley 24240 -defensa del consumidor.

No existía protección de la parte mas débil, cuando ya en otros países la había. En Estados Unidos estaban muy bien protegidos (derechos del pasajero). 

Hoy en día, se halla instrumentado en nuestro país. Sobre todo en lo que hace a prepagas médicas, venta de planes de ahorro.

El damnificado presenta denuncia; la toma un instructor que la notifica al denunciado. Se asiste habitualmente con patrocinio letrado. Es un proceso administrativo que reviste la informalidad de estos procesos.

La ley Defensa del Consumidor fue promulgada el 13 de octubre de 1993, tiene por objeto, la defensa de los consumidores o usuarios las personas físicas o jurídicas que contraten a titulo oneroso para su consumo final o beneficio propio o de su grupo familiar o social, la adquisición o locación de cosas muebles, la prestación de servicios, la adquisición de inmuebles nuevos destinados a vivienda incluso los lotes de terreno adquiridos adquiridos para el mismo fin, cuando la oferte sea publica y dirigida a personas indeterminadas.
Quedan obligados al cumplimiento de esta ley todas las personas físicas o jurídicas de naturaleza publica o privada que produzcan, importen, distribuyan o comercialicen cosas o presten servicios a consumidores o usuarios. Se excluyen los contratos realizados entre consumidores cuyo objeto sean cosas usadas.
Quienes produzcan, importen, distribuyan o comercialicen cosas o presten servicios, deben suministrar a los consumidores en forma cierta y objetiva información detallada y eficaz sobre las características de los mismos.
Las cosas y servicios deben ser suministrados o prestados en forma tal que no presenten peligro alguno para la salud o integridad física de los consumidores.

Las cosas y servicios incluidos los servicios públicos domiciliarios cuya utilización pueda suponer un riesgo para la salud o integridad física de los consumidores, deben comercializarse observando los mecanismos, instrucciones y normas establecidas para garantizar la seguridad de los mismos.
En tales casos debe entregarse un manual en idioma nacional sobre el uso, instalación y mantenimiento de la cosa o servicio.

La oferta dirigida a consumidores potenciales indeterminados, obliga a quien la emita durante el tiempo en que se realice, debiendo contener la fecha precisa de comienzo y de finalización así como también sus modalidades, condiciones o limitaciones.
La revocación de la oferta hecha publica es eficaz una vez que haya sido difundida por medios similares a los empleados para hacerla conocer.

Las precisiones formuladas en la publicidad obligan al oferente y se tienen por incluidas en el contrato con el consumidor.
En los casos en que las ofertas de bienes y servicios se realicen mediante el sistema de compras telefónicas, por catálogos o por correo deberá figurar el nombre, domicilio y numero de CUIT del oferente.
Cuando se ofrezcan en forma publica a consumidores potenciales indeterminados cosas que presenten alguna deficiencia, que sean usadas o reconstituidas debe indicarse las circunstancias en forma precisa y notoria.
En el documento que se extienda por la venta de cosas muebles, sin perjuicio de la información exigida por otras leyes o normas, deberá constar la descripción y especificación de la cosa, el nombre y domicilio del vendedor, el nombre y domicilio del fabricante, distribuidor o del importador cuando correspondiere, la -mención de las características de la garantía conforme a lo establecido en esta ley, los plazos y condiciones de entrega, el precio y las condiciones de pago. La redacción debe ser hecha en idioma nacional.
El incumplimiento de la oferta o del contrato por el proveedor, salvo caso fortuito o de fuerza mayor, faculta al consumidor, a su libre elección a exigir el cumplimiento forzado de la obligación siempre que ello fuera posible, aceptar otro producto o prestación de servicio equivalente, rescindir el contrato con derecho a la restitución de lo pagado sin perjuicio de los efectos producidos, considerando la integridad del contrato. Todo ello sin perjuicio de las acciones de daños y perjuicios que correspondan.
Cuando se comercialicen cosas muebles no consumibles el consumidor y los sucesivos adquirentes gozaran de garantía legal por los defectos o vicios de cualquier índole, aunque hayan sido ostensibles o manifiestos al tiempo del contrato, cuando afecten la identidad entre los ofrecidos y lo entregado y su correcto funcionamiento. La garantía legal tendrá vigencia por tres meses a partir de la entrega, pudiendo las partes convenir un plazo mayor. Los fabricantes, importadores y vendedores de las cosas mencionadas deben asegurar un servicio técnico adecuado.
Son solidariamente responsables del otorgamiento y cumplimiento de la garantía legal, los productores, importadores, distribuidores y vendedores de las cosas. El certificado de garantía deberá constar por escrito en idioma nacional, con redacción de fácil comprensión en letra legible y contendrá como mínimo la identificación del vendedor, fabricante, importador o distribuidor, la identificación de la cosa con las especificaciones técnicas necesarias para su correcta individualización, las condiciones de uso, de instalación y mantenimiento necesarias para su funcionamiento, las condiciones de reparación de la cosa con especificación del lugar donde se hará efectiva, las condiciones de validez de la garantía y su plazo de extensión. Quienes presten servicios de cualquier naturaleza están obligados a respetar los términos, plazos, condiciones, modalidades, reservas y demás circunstancias conforme a las cuales hayan sido ofrecidos, publicitados o convenidos. En los contratos de prestación de servicios cuyo objeto sea la reparación, mantenimiento, acondicionamiento, limpieza o cualquier otro similar se entiende implícita la obligación a cargo del prestador del servido de emplear materiales o productos nuevos o adecuados a la cosa de que se trate, salvo pacto escrito en contrario.
Las empresas prestatarias de servicios públicos domiciliarios deberán colocar en toda facturación que se extienda al usuario y en las oficinas de atención al publico carteles con la leyenda "usted tiene derecho a reclamar una indemnización si le facturamos sumas o conceptos indebidos o reclamamos el pago de facturas ya abonadas".
Cuando la prestación del servicio publico domiciliario se interrumpa o sufra alteraciones, se presume que es por causa imputable a la empresa prestadora.
Cuando una empresa de servicio publico domiciliario con variaciones regulares estacionales, facture en un periodo consumos que excedan en un setenta y cinco por ciento el promedio de los consumos correspondientes al mismo periodo de los dos años anteriores se presume que existe error en la facturación. Para el caso de servicios de consumos no estacionales se tomara en cuenta el consumo promedio de los últimos doce meses anteriores a la facturación. En ambos casos el usuario abonara únicamente el valor de dicho consumo promedio.
La venta domiciliaria es aquella propuesta de venta de una cosa o prestación de un servicio efectuada al consumidor en el lugar donde reside o en su lugar de trabajo. En ella el contrato debe ser celebrado por escrito.
Sin perjuicio de lo expuesto el consumidor y usuario podrán iniciar acciones judiciales cuando sus intereses resulten afectados o amenazados. La acción corresponderá al consumidor, a las asociaciones de consumidores constituidas como personas jurídicas, a la autoridad de aplicación nacional o local y al ministerio publico.

Se aplicaran las normas del proceso de conocimiento más abreviado que rijan en la jurisdicción del tribunal ordinario competente.
La sentencia dictada en un proceso no promovido por el consumidor solo tendrá autoridad de cosa juzgada para el demandado.
Las asociaciones de consumidores constituidas como personas jurídicas están legitimadas para accionar cuando resulten objetivamente afectados o amenazados intereses de los consumidores.
Para ser reconocidas como organizaciones de consumidores, las asociaciones civiles deberán acreditar, además de los requisitos generales las siguientes condiciones especiales, no podrán participar en actividades políticas partidarias, deberán ser independientes de toda forma de actividad profesional, comercial y productiva, no podrán recibir donaciones, aportes o contribuciones de empresas comerciales, industriales o proveedoras de servicios, sus publicaciones no podrán contener avisos publicitarios.
La autoridad de aplicación propiciará la organización de tribunales arbitrales, que actuaran como amigables componedores o arbitros de derecho según el caso para resolver las controversias que se susciten con motivo de lo previsto en esta ley. Podrá invitar para que integren estos tribunales arbitrales en las condiciones que establezca la reglamentación, a las personas que teniendo en cuenta las competencias, propongan las asociaciones de consumidores y cámaras empresarias.
Incumbe al Estado nacional, la formulación de planes generales de educación para el consumo y su difusión pública, fomentando la creación y el funcionamiento de las asociaciones de consumidores y la participación de la comunidad en ellas, debiendo propender a que dentro de los planes oficiales de educación primaria y media se enseñen los preceptos y alcances de esta ley.
Para el supuesto de contrato de transporte aéreo se aplicarán las normas del Código Aeronáutico, los tratados internacionales y supletoriamente esta ley.
Los gobiernos provinciales y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires actuarán como autoridades locales de aplicación ejerciendo el control y vigilancia sobre el cumplimiento de la presente ley y sus normas reglamentarias.
La presente ley es de orden público, rige en todo el territorio nacional.

3.5.- El menor comerciante:. Supuestos de habilitación para ejercer el comercio (arts. 58 al 61, y 126 al 139 del Código Civil; 51 al 53 Ley 14394, Arts. 10 al 12 del Código de Comercio).

La habilitación civil del menor no es revocable, en tanto la emancipación comercial si lo es. No existe posibilidad de que el hijo pueda recurrir al juez para solicitarla.

En materia civil, el menor no puede exponer los bienes recibidos a título gratuito. Puede exponer solo los bienes que haya adquirido con su trabajo. En materia comercial si podrá disponer de los bienes (particularmente podrá ofrecerlos en garantía).

Solo podrá otorgarla quien ejerce la patria potestad. En materia comercial existe la habilitación tácita (situación de hecho que se produce escalonadamente).

CAPACIDAD PARA EJERCER EL COMERCIO

Ante todo conviene advertir que el código de comercio legisla solamente sobre la capacidad de hecho o capacidad de obrar. Dentro de nuestro ordenamiento jurídico no hay incapacidades de derecho para ser comerciante. Así por ejemplo, el menor no emancipado no puede ejercer personalmente el comercio; pero si heredase un establecimiento o una participación en alguno, su representante legal, debidamente autorizado, puede continuar la explotación (artículos 443 inc. 12° y 475 cód. civ.) ejerciéndola en nombre y por cuenta del menor, es éste quien adquiere la calidad de comerciante.

El principio general es el de que toda persona que, según las leyes comunes, tiene la libre administración de sus bienes, es hábil para ejercer el comercio (art. 9 ap. 1° cód. com.). pero esta regla está sujeta a ciertas limitaciones:

a) personas menores de 18 años o declaradas absolutamente incapaces por la ley civil;

b) personas mayores de 18 años y menores de 21;

AUTORIZACIÓN PARA EJERCER EL COMERCIO

Ante todo, la autorización debe ser expresa e inscrita en él Registro Público de comercio, y publicada.

La autorización debe ser expresa, pero no formal. En consecuencia pude darse por instrumento público o privado.

Sólo excepcionalmente la autorización puede ser tácita, como ocurre en el caso del menor asociado al comercio de su padre.

Debe ser previa a la iniciación del comercio. Debe ser inscripta en el Registro Público de comercio del lugar donde el menor haya de explotar el negocio. Debe ser publicada. La ley dispone que la autorización será concedida por el padre o la madre; pero no prevé el supuesto del menor huérfano o desprovisto de progenitores en ejercicio de la patria potestad. En tal situación, la autorización podrá ser conferida por el Juez, con intervención del tutor y del Ministerio de Menores, pero el tutor, por sí solo, no podría concederla porque la ley no le acuerda esa facultad.

Distinto es el caso del menor cuyos padres le niegan autorización para ejercer el comercio. ¿Puede aquel, ante dicha negativa, solicitar la autorización del Juez y puede éste concederla? La cuestión es dudosa. La concepción moderna de la patria potestad, en la que tiende a predominar el aspecto de la función social sobre el conjunto de los derechos paternos, apoya esta segunda solución.

¿Qué alcance tiene la autorización concedida? Ella tiene carácter general "para todos los actos y obligaciones comerciales" (art. 11 in fine cód. com.).

EFECTOS DE LA AUTORIZACIÓN

Una vez concedida la autorización con las formalidades y requisitos establecidos por el art. 11 cód. com., el menor "será reputado mayor para todos los actos y obligaciones comerciales", pero sólo para éstos.

CONSTITUCIÓN DE SOCIEDADES POR EL MENOR

El menor de edad pero mayor de 18 años autorizado para ejercer el comercio puede asociarse con el padre o con terceros para explotar actividades mercantiles.

a) El menor puede constituir sociedad con le padre. Asi lo establece el art. 12 cód. com. Es, por tanto, un caso de autorización tácita.

b) También puede el menor constituir sociedad con terceros, asumiendo una responsabilidad limitada o ilimitada; pero en tal caso es necesario que previamente haya sido autorizado para ejercer el comercio, de acuerdo con los arts. 10 y 11 cód. com.

Si falta la debida autorización o si ella no se inscribiera y publicara en la forma legalmente establecida, se producen ciertos efectos relativos a la eficacia de los actos singulares que el menor realice, y a la posibilidad de adquirir la calidad de comerciante. Con relación a este último punto, el menor no autorizado o cuya autorización no llena los requisitos legales no puede considerarse comerciante.

REVOCACIÓN DE LA AUTORIZACIÓN

Puede ocurrir que el menor autorizado para ejercer el comercio demuestre en la práctica su incompetencia para los negocios y ponga en peligro su patrimonio. En tal situación, la autorización concedida puede ser revocada. El art. 12 ap. 2° cód. com. dispone que la autorización no puede ser retirada sino por el Juez, a pedido de los padres, del tutor o del Ministerio Pupilar según los casos, y previo conocimiento de causa, siendo la resolución apelable. Cuando en virtud de haberse probado la existencia de una causa justificada el Juez retire la autorización, la sentencia que así lo resuelva deberá inscribirse en el Registro Público de comercio respectivo y publicarse. Desde el momento de su inscripción y publicación, el retiro de la autorización produce efecto frente a terceros.

DESAPARICIÓN DE LAS CAUSAS QUE MOTIVARON LA REVOCACIÓN

Puede ocurrir que una vez retirada la autorización para ejercer el comercio, desaparezcan las causas que motivaron la medida. Nada obstaría a que en esa situación la venia fuese concedida nuevamente; pero entonces ya no sería  suficiente la autorización del padre o tutor, sino que ella debería ser concedida por resolución judicial.

Código Civil - TITULO IX

De los menores
ARTICULO 
126 - *  Son menores las personas que no hubieren cumplido la edad de veintiún años.

ARTICULO 
127 - * Son menores impúberes los que aún no tuvieren la edad de catorce años cumplidos, y adultos los que fueren de esta edad hasta los veintiún años cumplidos.

ARTICULO 
128 - * Cesa la incapacidad de los menores por la mayor edad, el día en que cumplieren veintiún años, y por su emancipación antes que fuesen mayores.

Desde los dieciocho años el menor puede celebrar contrato de trabajo en actividad honesta sin consentimiento ni autorización de su representante, quedando a salvo al respecto las normas del 
derecho laboral. El menor que hubiere obtenido título habilitante para el ejercicio de una profesión podrá ejercerla por cuenta propia sin necesidad de previa autorización.

En los dos supuestos precedentes el menor puede administrar y disponer libremente los bienes que adquiere con el producto de su trabajo y estar en juicio civil o penal por acciones vinculadas a ellos.

ARTICULO 
129 - La mayor edad habilita, desde el día que comenzare para el ejercicio de todos los actos de la vida civil, sin depender de personalidad * alguna o autorización de los  padres, tutores o jueces.

ARTICULO 
130 -  Para que los menores llegados a la mayor edad entren en la posesión y administración de sus bienes, cuando la entrega de éstos dependa de la orden de los  jueces, bastará que simplemente presenten la prueba de su edad.

ARTICULO 
131 - Los menores que contrajeren matrimonio se emancipan y adquieren capacidad civil con las limitaciones previstas en el artículo 134.

Si se hubieren casado  sin autorización, no tendrán hasta los veintiún años la administración y disposición de los bienes recibidos o que recibieren a título gratuito, continuando respecto a ellos el régimen legal vigente de los menores, salvo ulterior habilitación.

Los menores que hubieren cumplido dieciocho años podrán emanciparse por habilitación de edad con su consentimiento y mediante decisión de quienes ejerzan sobre ellos la autoridad de los padres. Si se encontraran bajo tutela podrá el juez habilitarlos a pedido del tutor o del menor, previa sumaria información sobre la aptitud de éste. La habilitación por los padres se otorgará por instrumento público que deberá inscribirse en el Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas. 

Tratándose de la habilitación judicial bastará la inscripción de la sentencia en el citado Registro.

La habilitación podrá revocarse judicialmente cuando los actos del menor demuestren su inconveniencia, a pedido de los padres, de quien ejercía la tutela al tiempo de acordarla o del Ministerio Pupilar.

ARTICULO 
132 - Si el matrimonio fuese anulado, la emancipación será de ningún efecto desde el día en que la sentencia de nulidad pase en autoridad de cosa juzgada.

En el caso del matrimonio putativo subsistirá la emancipación respecto del cónyuge de buena fe

ARTICULO 
133 - * La emancipación por matrimonio es irrevocable y produce el efecto de habilitar a los casados para todos los actos de la vida civil, salvo lo dispuesto en los arts. 134 y 135, aunque el matrimonio se disuelva en su menor edad, tengan o no hijos. No obstante ello, la nueva aptitud nupcial se adquirirá una vez alcanzada la mayoría de edad.

ARTICULO 
134 - * Los emancipados no pueden ni con autorización judicial:

1º Aprobar cuentas de sus tutores y darles finiquito;

2º Hacer donación de bienes que hubiesen recibido a título gratuito;

3º Afianzar obligaciones.

ARTICULO 
135 - * Los emancipados adquieren capacidad de administración y  disposición de sus bienes, pero respecto de los adquiridos por título gratuito antes o después de la emancipación, sólo 
tendrán la administración; para disponer de ellos deberán solicitar autorización judicial, salvo que mediare acuerdo de ambos cónyuges y uno de éstos fuere mayor de edad.

ARTICULO 
136 - La autorización judicial no será dada sino en caso de absoluta necesidad o de ventaja evidente, y las ventas que se hicieren de sus bienes, serán siempre en pública subasta.

ARTICULO 
137 - Si alguna cosa fuese debida al menor con  cláusula de sólo poder haberla cuando tenga la edad completa, la emancipación no alterará la obligación, ni el tiempo de su exigibilidad.

ARTICULO 
138 - El que mude su domicilio de un país extranjero al territorio de la República, y fuese mayor o menor emancipado, según las leyes de este Código, será considerado como tal, aun cuando sea menor o no emancipado, según las leyes de su domicilio anterior.

ARTICULO 
139 - Pero si fuese ya mayor o menor emancipado según las leyes de su domicilio anterior, y no lo fuese por  las leyes de este Código, prevalecerán en tal caso aquéllas sobre éstas, reputándose la mayor edad o emancipación como un hecho irrevocable.
Código de Comercio

ARTICULO 
10 - Toda persona mayor de 18 años puede ejercer el comercio con tal que acredite estar emancipado o autorizado legalmente.

ARTICULO 
11 - Es legítima la emancipación:

1°. Conteniendo autorización expresa del padre y de la madre (*)

2°. Siendo inscripta y hecha pública en el Tribunal de Comercio respectivo.

Llenados estos requisitos, el menor será reputado mayor para todos los actos y obligaciones comerciales.

ARTICULO 
12 - El hijo mayor de 18 años, que fuese asociado al comercio del padre o de la madre, o de ambos, será reputado autorizado y mayor para todos los efectos legales en las negociaciones mercantiles de la sociedad.

La autorización otorgada no puede ser retirada al menor sino por el juez, a instancia del padre, de la madre, del tutor o ministerio pupilar, según el caso y previo conocimiento de causa. Este retiro, para surtir efecto contra terceros que no lo conocieren, deberá ser inscripto y publicado en el Tribunal de Comercio respectivo (*).

Unidad IV: Auxiliares de Comercio

4.1.- Auxiliares del comercio: Corredor (Ley 23282); Martillero (Ley 20266); Despachante de aduana, Agente de transporte aduanero (Leyes 17325 y 22415); Agente de bolsa (Ley 17811 y Res. GraI. 56/80 de la Comisión Nacional de Valores). Requisitos, derechos, obligaciones, características de la actividad. (En todos los casos sintéticamente).

El Martillero (Ley 20266)
Es un auxiliar de comercio en la subasta pública y es auxiliar de la justicia en la subasta judicial. Su identificación es su bandera.

Existen distintos sistemas de subasta: en particular el inglés y el holandés. El mas habitual es el inglés que parte de una base. El holandés parte de un precio máximo.

El martillero debe ejercer sus funciones de acuerdo a ciertas obligaciones:

1) Verificar que quien le trae el bien sea titular del dominio.

2) La subasta se realiza con bienes a la vista o bienes a distancia. Deberá ofrecer la posibilidad a los oferentes de visionar el bien.

3) Deben publicitarlo.

4) No se puede ceder (intuito persona)

5) Debe llevar dos libros: lo que entra para la venta, y lo que se vende.

Es su derecho el cobrar una comisión (siempre se maneja todo al contado). La comisión es del 3% para inmuebles en subastas judiciales.

La subasta tiene tres tiempos:

1) El martillero sube a una tarima y, en voz alta, señala virtudes y vicios del bien que va a vender.

2) Oferta: cada presente que desee ofertar debe señalarlo a viva voz.

3) Adjudicación: se cierra el acto al golpe del martillo.

En acto privado, el martillero extiende las boletas y cobra. En lo que hace a tasas, si las empresas de servicios no informan deudas, el bien sale a la venta con libre deuda.

El Corredor (Ley 23282)

Es otro auxiliar cuya misión es la de acercar comprador y vendedor para la concreción del negocio. (Es un intermediario en el negocio).

El corredor actúa en función propia y autónoma.

Tiene derecho a cobrar comisión, aún cuando el negocio no se concrete por circunstancias que le sean ajenas. El no cobro de comisión es un ejercicio desleal para el colega.

La ley le permite representar a una de las partes. Se diferencia del viajante en que, este último, representa a una empresa, en tanto el corredor es independiente.

REQUISITOS PARA SER CORREDOR
EL ART. 88 DEL C. DE COMERCIO ESTABLECE LAS SIGUIENTES CONDICIONES PARA SER CORREDOR:

· SER MAYOR DE EDAD

· TENER TÍTULO SECUNDARIO

· APROBAR EXAMEN DE IDONEIDAD PARA EJERCER LA ACTIVIDAD QUE SE RENDIRÁ ANTE CUALQUIER TRIBUNAL DE ALZADA DE LA REPÚBLICA CON COMPETENCIA COMERCIAL, YA SEA FEDERAL, NACIONAL O PROVINCIAL Y ES EL QUE EXPEDIRÁ EL CERTIFICADO HABILITANTE EN TODO EL PAÍS. EL EXAMEN CONSISTIRÁ SOBRE NOCIONES DE LA COMPRAVENTA CIVIL Y COMERCIAL.

· PUEDE EJERCER COMO CORREDOR EL MENOR AUTORIZADO LEGALMENTE. (ART 11, C. COMERCIO).

· LAS MUJERES YA NO ESTÁN IMPEDIDAS PARA SER CORREDORES.

ESTÁN INHABILITADOS PARA SER CORREDORES:
QUIENES NO PUEDEN EJERCER EL COMERCIO.

· LOS FALLIDOS Y CONCURSADOS.

· LOS INHIBIDOS PARA DISPONER DE SUS BIENES.

· LOS COMPRENDIDOS EN EL ART. 152 BIS CÓDIGO CIVIL.

· LOS CONDENADOS POR DELITOS DOLOSOS.

INSCRIPCIÓN EN LA MATRICULA

EL CORREDOR QUE POSEA LOS REQUISITOS EXPRESADOS DEBE INSCRIBIRSE EN LA MATRÍCULA, (ART. 89 C. COMERCIO), BAJO PENA DE PERDER EL DERECHO AL COBRO DE LA COMISIÓN. APROBADA LA INSCRIPCIÓN DEBERÁ PRESTAR JURAMENTO ANTE EL JUEZ ENCARGADO DEL REGISTRO PÚBLICO DE COMERCIO. EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SE EXIGE LA INSCRIPCIÓN ANTE EL COLEGIO DEPARTAMENTAL QUE CORRESPONDA.

OBLIGACIONES (ART. 91 C. COMERCIO) 

· CONTABILIDAD Y LIBROS: DEBERÁN LLEVAR UN CUADERNO FOLIADO Y UN REGISTRO (ÉSTE CON LAS FORMALIDADES DEL ART. 53). EN ÉL SE ANOTARÁN LAS OPERACIONES Y LOS DATOS DE LOS CONTRATANTES. EN CASO DE MUERTE O DESTITUCIÓN DEL CORREDOR, ÉSTE O SUS HEREDEROS DEBERÁN ENTREGAR LOS REGISTROS AL TRIBUNAL DE COMERCIO CORRESPONDIENTE. 

· VERIFICACIÓN DE IDENTIDAD: LOS CORREDORES ESTÁN OBLIGADOS A VERIFICAR LA IDENTIDAD Y LA CAPACIDAD DE LAS PERSONAS ENTRE LAS CUALES INTERVIENE COMO MEDIADOR.

· GARANTÍAS: LOS CORREDORES NO PUEDEN SER GARANTES DE LA SOLVENCIA DE LOS CONTRAYENTES, TERMINADA SU TAREA, NO LOS AFECTA EL INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO CELEBRADO ENTRE LAS PARTES, SALVO NEGLIGENCIA, CULPA O DOLO EN -SU TRABAJO.

· INFORMACIÓN: LOS INFORMES QUE DEBE DAR EL CORREDOR A LAS PARTES DEBEN SER EXACTOS, PRECISOS Y VERACES. SI INDUJERE A ERROR DEBERÁ RESPONDER POR EL DAÑO CAUSADO.

· MINUTA Y COPIAS DE CONTRATOS: LA LEY ORDENA QUE SE ENTREGUE UN RESUMEN DE LA OPERACIÓN, A CADA UNO DE LOS CONTRATANTES. ELLA CONTENDRÁ EL ASIENTO DE ACUERDO CON EL LIBRO DE REGISTRO. LA SANCIÓN SERÁ LA PERDIDA DE LA COMISIÓN Y DE LA OBLIGACIÓN DE INDEMNIZAR POR DAÑOS Y PERJUICIOS QUE CAUSARE.

· FONDO DE COMERCIO: EL CORREDOR AUMENTA SUS OBLIGACIONES SI INTERMEDIA EN LA VENTA DE UN FONDO DE COMERCIO.

· SECRETO: EL SECRETO PROFESIONAL ES OTRA DE LAS EXIGENCIAS

PROHIBICIONES: ART. 105 A 108
· PROHIBICIÓN DE EJERCER ACTOS DE COMERCIO EN GENERAL. 

· NO PUEDE FORMAR PARTE DE SOCIEDADES, NI COMO SOCIO, NI DIRECTOR, NI ADMINISTRADOR O GERENTE.

· HACER COBRANZAS O PAGOS POR CUENTA AJENA, PERO ES HABITUAL QUE EL CORREDOR PAGUE O COBRE SEGÚN SE LO ORDENA UNA DE LAS PARTES. LA SANCIÓN ES LA DESTITUCIÓN, PERO EN LA PRACTICA NO SE APLICA LA PROHIBICIÓN EN FORMA RIGUROSA.

· NO PUEDE ADQUIRIR PARA SI O PARA SUS FAMILIARES LAS COSAS CUYA VENTA LE HA SIDO ENCARGADA A ÉL O A OTRO CORREDOR, BAJO SANCIÓN DE SUSPENSIÓN O DESTITUCIÓN.

Despachante de Aduana – Agente de Transporte Aduanero (Leyes 17325 y 22415)
El Despachante de Aduana es un auxiliar de comercio y de la Dirección Nacional de Aduanas. Desde principios de los 80 hasta principios de los 90, el despachante de aduana ganaba muy bien porque toda operación de comercio exterior debía pasar por él. Grandes presiones lograron que las empresas de cierta importancia pudiesen operar directamente.

Necesita estudios secundarios, mayoría de edad y acreditar competencia e idoneidad. Tienen que fijar domicilio real y domicilio especial en el área de la aduana para la que va a trabajar. Debe constituir un depósito de garantía. Tiene que rendir un examen ante la autoridad aduanera.

No pueden ser despachantes de aduana:

Quienes hallan tenido sentencias por delitos o infracciones aduaneras.

Los miembros de sociedades en idéntica situación.

Si durante su actividad cayere en alguna figura delictiva, será pasible de suspensión inmediata.

Las sanciones que le pueden ser aplicadas, pueden ser: apercibimiento, suspensión y caducidad. Para actuar debe tener poder especial o poder general. Si realiza la operación sin poder, la ley lo considera importador a él mismo. 

El Agente de Transporte Aduanero es aquel que se dedica al traslado realizando todo lo relacionado al transporte. Son ATA bajo determinadas circunstancias, los comandantes de buques o aviones; camioneros; etc. Existe también la figura específica del agente aduanero.

Una tercera figura es la del Representante Aduanero, que es la persona designada por el despachante de aduana o el agente de transporte para realizar todos los trámites en su nombre.

El Agente de Bolsa (Ley 17811 y Res.Gral. 56/80 de la Comisión Nacional de Valores

Tiene que ser socio de la Bolsa de la jurisdicción en que actúa, además de poseer una acción del Mercado de Valores. Su función es la de auxiliar de comercio como intermediario entre la oferta y la demanda de acciones. La Comisión Nacional de valores es un organismo estatal integrado por un directorio que actúa como contralor de todas las operaciones del mercado de valores.
Agentes de Bolsa

Los Mercados de Valores deben llevar un registro de Agentes de Bolsa. Ninguna persona física o jurídica puede operar en un Mercado de Valores ni usar la denominación de Agente de Bolsa o desarrollar actividades de tal, sin estar inscripta en el registro del Mercado correspondiente. Para ser Agente de Bolsa, se requiere:
a) Ser mayor de edad;

b) Ser accionista del Mercado de Valores correspondiente y haber constituido una garantía d la orden del mismo;

c) Poseer idoneidad para el cargo, solvencia moral y responsabilidad patrimonial a juicio del Mercado de Valores respectivo;

d) Ser socio de la Bolsa de Comercio a la cual esté adherido el Mercado de Valores correspondiente;

No pueden ser inscriptos como Agentes de Bolsa:
a) Los fallidos por quiebra culpable o fraudulenta; los fallidos por quiebra causal y los concursados, hasta cinco anos después de su rehabilitación; los condenados con pena de inhabilitación para ejercer cargos públicos; los condenados por delito cometido con ánimo de lucro o por delito con la fe pública;

b) Las personas en relación de dependencia con las sociedades que coticen sus acciones;

c) Los funcionarios y empleados rentados de la Nación, las provincias y municipalidades, con exclusión de los que desempeñen actividades docentes o integren comisiones de estudio;

d) Las personas que ejercen tareas que las reglamentaciones de los Mercados de

Valores declaren incompatibles con la función de Agentes de Bolsa. Cuando lo

incompatibilidad sobrevenga a la inscripción, el Agente de Bolsa queda suspendido

en sus funciones hasta tanto aquélla desaparezca.

Los Agentes de Bolsa deben guardar secreto de las operaciones que realicen por cuenta de terceros, así como de sus nombres.

Los Mercados de Valores deben establecer los libros, registros y documentos que, sin perjuicio de las disposiciones legales pertinentes, han de utilizar los Agentes de Bolsa.

Los Mercados de Valores pueden inspeccionar los libros y documentos de los Agentes de Bolsa, y solicitarles toda clase de informes.

La firma de un Agente de Bolsa da autenticidad a los boletos y demás documentos correspondientes a las operaciones en que haya intervenido. Los aranceles de las comisiones que deben percibir los Agentes de Bolsa, por su intervención en los distintos tipos de operaciones, son fijados por los respectivos Mercados de Valores y presentados al Ministerio de Economía y Trabajo de la Nación para su aprobación. Se consideraran definitivamente establecidos si dicho Ministerio no se pronuncia en el término de sesenta días.

AGENTES Y SOCIEDADES DE BOLSA

Los intermediarios que actúan en el mercado primario, son los mismos que en los mercados secundarios, y la forma societaria que pueden adoptar es la siguiente:

• Sociedades de Bolsa

• Operadores Individuales

• Sociedades de Agentes

Las firmas de Agentes y Sociedades de Bolsa, deben cumplir una serie de requisitos para que el Merval, las autorice a operar:
• Poseer una acción del Mercado de Valores de Buenos Aires SA como mínimo, y cinco como máximo (operativas).

• Contar con el patrimonio mínimo establecido por el Mercado de Valores de Buenos Aires SA.

• Los integrantes de las firmas, deben rendir un examen de idoneidad para poder operar.

4.2.- Registro Público de Comercio, Inspección General de Justicia (Leyes 22315 y 22316)

Registro Público de Comercio

En la Provincia de Buenos Aires, cada Departamento Judicial tiene un Juzgado de Registro. En la Ciudad Autónoma estas funciones están en manos de la Inspección General de Justicia de la que depende el Registro Público de Comercio a cargo del Subinspector General de Justicia.

En principio, todo acto que origine una persona jurídica, que modifique su estructura, extinga derechos o situaciones a ella relacionados, debe ser registrado. El registro comienza con el contrato originario y, si existe reglamento, este también debe ser inscripto con el estatuto original. También se deben inscribir las actas de las asambleas, las de designación de autoridades, los balances, etc.
Las inscripciones se deben efectuar dentro de los quince días. Mientras no se hallen inscriptas no son oponibles a terceros. Es obligación comunicar todo dato y acto (cambio de domicilio) a la Inspección General de Justicia.

Si hay fusión, transformación, liquidación, cambio de directorio, etc., debe ser comunicado.

4.3.- Banco Central de la República Argentina, carta orgánica; Ley de Entidades Financieras. (Autorización, clasificación -tipos de entidades financieras-, Liquidación, Régimen de garantían). Breve reseña.

Nace en 1935. Es el Banco que se ocupa del control de la moneda (reserva). Según la época ha tenido mayor o menor autonomía. Su función es la de resguardar el valor de la moneda. De acuerdo a la ideología política se le ha dado mayor o menor independencia.
Al principio fueron instituciones privadas que buscaban su beneficio y proporcionaban servicios a los bancos, pero su potencial para influir en el sistema bancario  y en toda la economía (puesto de manifiesto en la crisis de 1930), hizo que los gobiernos asumieran la responsabilidad de su dirección. El Banco de Inglaterra es uno  de los más  antiguos  y famosos, desde su inicio en  el siglo  XVII hasta  su nacionalización  en 1947;

en Estados Unidos se llama Sistema de Reserva Federal y en nuestro país  Banco Central de la República Argentina (BCRA).-
El Banco Central de la República Argentina es una entidad autárquica del Estado Nacional, cuya misión primaria y fundamental es preservar el valor de la moneda.

Son además otras funciones del Banco Central de la República Argentina:

· Regular la cantidad de dinero y observar la evolución del crédito en la economía;

· Vigilar el buen funcionamiento del mercado financiero y aplicar la Ley de Entidades Financieras y demás normas que, en su consecuencia, se dicten;

· Actuar como Agente Financiero del Estado Nacional, y depositario y agente del país ante las instituciones monetarias, bancarias y financieras internacionales a las cuales la Nación haya adherido;

· Concentrar y administrar sus reservas de oro, divisas y otros activos externos;

· Propender al desarrollo y fortalecimiento del mercado de capitales;

· Ejecutar la política cambiaría en un todo de acuerdo con la legislación que sancione el Honorable Congreso.

Está gobernado por un Directorio compuesto por presidente, vicepresidente y ocho directores, quienes deberán tener probada idoneidad en materia monetaria, bancaria o legal vinculada al área financiera.

Los miembros del directorio son designados por el Poder Ejecutivo Nacional con acuerdo del Senado de la Nación. Sus mandatos tienen una duración de seis años, renovándose por mitades cada tres años, y los cargos de presidente y vicepresidente se renuevan conjuntamente. Los miembros del Directorio pueden ser designados nuevamente en forma indefinida.

Está facultado para emitir billetes y monedas, otorgar redescuentos y adelantos en cuenta a las entidades financieras por razones de iliquidez transitoria bajo estrictos limites.

Le está prohibido extender préstamos al gobierno, empresas o individuos, tomar participaciones societarias en empresas comerciales, pagar intereses por depósitos y otorgar garantías a cualquier empresa o individuo.

Podrá comprar títulos negociables emitidos por la Tesorería General de la Nación a precios de mercado. El crecimiento de la tenencia de títulos públicos del banco, a valor nominal, no podrá ser superior al diez por ciento (10%) por año. Además, hasta una tercera parte de las reservas de libre disponibilidad mantenidas como prenda común podrán ser integradas con títulos públicos valuados a precios de mercado.

Ejerce la supervisión de la actividad financiera y cambiaría por intermedio de la Superintendencia de Entidades Financieras y Cambiarías, la que depende directamente del Presidente de la Institución. La Superintendencia es presidida por uno de los Directores del Banco quien cuenta con amplias facultades para la toma de decisiones.

Las herramientas monetarias a través de la cuales el Banco Central regula el comportamiento de algunas variables:
Efectivo mínimo o encaje bancario:

El Banco Central establece que un porcentaje de los depósitos que el Banco capta de los ahorristas debe quedar en reserva, sin poder transformarse en préstamos.

Los bancos comerciales deben depositar estos fondos  en una cuenta  que cada banco posee en el Banco Central.-Esto influye  sobre la cantidad  de dinero  en circulación, ya que al aumentar el  porcentaje de fondos inmovilizados, los bancos podrán otorgar menos créditos, lo que provocará una disminución de la cantidad de dinero  circulante. Esto a su vez afecta al mercado  de dinero, ya que la reducción de la oferta de fondos provoca un aumento de la tasa de interés.-

A través de esta herramienta también se controla el efecto multiplicador, que es el porcentaje de los depósitos que los bancos comerciales pueden prestar a los demandantes. La combinación de la capacidad prestable de los bancos con la utilización de créditos, configuran el efecto multiplicador, mediante el cual los bancos crean dinero.-
Redescuento:

Los documentos de terceros que el banco comercial descuenta a sus clientes, a su vez pueden ser redescontados en el Banco Central. Esta operación tiene un costo "tasa de redescuento", cuyo nivel dependerá la cantidad de dinero que los bancos comerciales  tomen  en préstamo.-

Si el BCRA aumenta la tasa de redescuento, los bancos comerciales tomarán menos préstamos, por lo que se reducirá la oferta  de dinero  y aumentará la tasa de interés en el mercado.-
Operaciones en el Mercado de Títulos Públicos:

Comprenden la compra y venta que el BCRA realiza de títulos públicos, conocidos en general como bonos.-

LA emisión y venta de bonos públicos es una alternativa que tiene el Estado para obtener fondos  que le permitan financiar el gasto público.-

Cuando el BCRA vende  bonos públicos que tiene en su poder, retira dinero  de circulación, produciendo  un alza de la tasa de interés. En forma semejante  cuando compra (rescata) bonos  públicos en circulación, inyecta dinero en el mercado, provocando la caída de la tasa de interés.-
Operaciones en el mercado del dólar:
El Banco Central puede también regular la cotización del dólar, al convertirse en demandante u ofertarte de ese mercado.- Cuando el BCRA vende dólares que tiene en reserva, provoca un aumento de la oferta de dólares, lo que hace bajar  el precio de mercado (cotización). Como consecuencia de esta operación, retira dinero de circulación, provocando un aumento de la tasa de interés.-

Si el BCRA necesita que la cotización del dólar se eleve, sale al mercado a comprar, produciendo un aumento de la demanda. Esta operación inyectará dinero en el mercado , lo cual provocará una disminución de la tasa de interés.-El objetivo que persigue la aplicación de las herramientas monetarias es el de lograr un determinado nivel  de liquidez en la economía. Esta es una variable que afecta al nivel general de precios.-

4.4.- Bolsa de Comercio: Definiciones; Comisión Nacional de Valores, Mercado de valores (Leyes 17811, 22169 y 19060).

Bolsa de Comercio – Comisión Nacional de Valores

Habitualmente son asociaciones civiles. ES una institución que agrupa a la actividad comercial de una determinada zona (Buenos Aires, La Plata, Rosario, Córdoba, Bahía Blanca). El contralor, las defensa de los derechos de los comerciantes, la regulación de la actividad. La registración de contratos llevados por comerciantes.

Dentro de la Bolsa existe un Tribunal de Arbitraje permanente integrado por tres abogados. 
Toda persona, socia o no, que lleva un contrato a la Bolsa, debe incluir una cláusula en la que se somete al Tribunal de Arbitraje. La parte que plantea el tema, debe hacerlo por escrito. El Tribunal da vista a la otra parte. Una vez resuelto, en sede arbitral, esta decisión puede ser recurrida al Juzgado Comercial. El Tribunal Arbitral no tiene imperium para que sus decisiones deban ser cumplidas.

Dentro de la Bolsa funciona el Mercado de Valores. Para ser socio del MERVAL hay que poseer una acción de este y ser socio de la Bolsa. La acción del MERVAL tiene un valor aproximado de $ 1.100.000.-. La actividad bursátil está regulada por la Comisión Nacional de Valores. Es el organismo rector en la materia. Se trata de un organismo estatal y asesora al Estado en la materia. Controla la capacidad y el respaldo de los corredores de bolsa. Se asemeja a los organismos de contralor de los servicios públicos privatizados. Controla el cumplimiento por parte de las empresas que cotizan, de todos los requisitos para hacerlo.
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